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Consejo Nacional Electoral

resoluciones

RESOLUCIÓN NÚMERO 0140 DE 2021

(enero 20)
por la cual se reajustan los valores correspondientes a las multas señaladas en el literal 

a) del artículo 39 de la Ley 130 de 1994 para el año 2021.
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, 

en especial de las conferidas por el artículo 265 de la Constitución Política y los artículos 
39 y 40 de la Ley 130 de 1994, y

CONSIDERANDO:
1. Que, de acuerdo con lo previsto en el numeral 6 del artículo 265 de la Constitu-

ción Política, es atribución del Consejo Nacional Electoral velar, entre otros, por
el cumplimiento de las normas sobre partidos y movimientos políticos y de las
disposiciones sobre publicidad y encuestas de opinión política.

2. Que el artículo 39 de la Ley 130 de 1994, en el literal a), fija como función de
este organismo, adelantar investigaciones administrativas para verificar el cum-
plimiento de las normas contenidas en este estatuto normativo y, cuando a ello
hubiere lugar, imponer sanciones consistentes en multas.

“(…) Artículo 39. Funciones del Consejo Nacional Electoral. El Consejo Nacional 
Electoral tendrá las siguientes funciones, además de las que le confieren la Constitución, 
el Código Electoral y la legislación vigente.

a) Adelantar investigaciones administrativas para verificar el estricto cumplimiento
de las normas contenidas en la presente ley y sancionar a los partidos, movimien-
tos y candidatos con multas cuyo valor no será inferior a trece millones cuatro-
cientos treinta y dos mil cuatrocientos ochenta pesos ($13.432.480) moneda legal
colombiana, ni superior a ciento treinta y cuatro millones trescientos veinticuatro
mil ochocientos cuatro pesos ($134.324.804) moneda legal colombiana, de con-
formidad con la gravedad, eximentes y atenuantes de la infracción cometida. Las
violaciones atribuibles a otras personas serán sancionadas con multas aplicables 
dentro de los límites aquí establecidos. Para la imposición de estas sanciones, el
Consejo formulará cargos y el inculpado dispondrá de un plazo de quince (15)
días para responderlos. (…)”. (Valores reajustados por el artículo 1 de la Reso-
lución 252 de 2019).

3. Que, de conformidad con el artículo 40 de la Ley 130 de 1994, los valores fijados
en pesos en esa ley deben ser reajustados anualmente, de acuerdo con el aumento
del índice de Precios al Consumidor certificado por el Departamento Administra-
tivo Nacional de Estadística (DANE).

4. Que, por medio de la Resolución número 0108 de 2020, se reajustaron los valo-
res de las multas por imponer durante ese año, determinando que no sería infe-
rior a trece millones novecientos cuarenta y dos mil novecientos catorce pesos
($13.942.914) moneda legal colombiana, ni superior a ciento treinta y nueve mi-
llones cuatrocientos veintinueve mil ciento cuarenta y siete pesos ($139.429.147)
moneda legal colombiana.

5. Que mediante Oficio CNE-AJ-2020-1023 del 30 de diciembre de 2020, la Aseso-
ría Jurídica del Consejo Nacional Electoral solicitó al Departamento Administra-
tivo Nacional de Estadística (DANE) certificación de la variación de los índices
de precios al consumidor, ante lo cual esa entidad, mediante certificación 148079
del 14 de enero de 2021, informó que la variación anual del IPC para el año 2020,
corresponde al 1,61%; por lo tanto, la fórmula para reajustar el valor de las multas
surge de la multiplicación de los valores establecidos en la Resolución número
0108 de 2020 multiplicado el incremento del IPC; y a este resultado, se le suma
el valor establecido en dicho acto administrativo, así:

$13.942.914 x 1.61 % = $224.481+13.942.914 = 14.167.395
$139.429.147 x 1.61 % = $2.244.809 + $139.429.147 = $141.673.956

6. Que es necesario ajustar los valores de las multas señaladas en el literal a) del
artículo 39 de la Ley 130 de 1994, para el año 2021, según lo dispuesto por el
artículo 40 de la misma ley.

En consecuencia, el Consejo Nacional Electoral
RESUELVE:

Artículo 1°. Reajustar para el año 2021, el valor de las multas previstas en el literal 
a) del artículo 39 de la Ley 130 de 1994, las que no serán inferiores a catorce millones
ciento sesenta y siete mil trescientos noventa y cinco pesos ($14.167.395) moneda legal
colombiana, ni superior a ciento cuarenta y un millones seiscientos setenta y tres mil
novecientos cincuenta y seis pesos ($141.673.956) moneda legal colombiana.

Artículo 2°. Comuníquese el presente acto administrativo por intermedio de la 
Subsecretaría de la Corporación al Registrador Nacional del Estado Civil, al Fondo 
Nacional de Financiación Política, a los Partidos y Movimientos con personería jurídica.

Artículo 3°. Publíquese en el Diario Oficial, en la página web y redes sociales de la 
Corporación.

Artículo 4°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga la Resolución 0108 de 2020 y todas las disposiciones que le sean 
contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021.
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0141 DE 2021
(enero 20)

por medio de la cual se fijan los límites a los montos de gastos de las campañas electorales 
a los cargos uninominales de los candidatos que se inscriban para las elecciones atípicas 
a gobernaciones y alcaldías distritales y municipales, que se lleven a cabo durante el año 
2021, y el monto máximo que cada partido o movimiento con personería jurídica puede 

invertir en ellas.
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de las atribuciones constitucionales y 

legales, en especial las conferidas en los artículos 109 y 265 de la Constitución Política, y 
24 de la Ley 1475 de 2011, y

CONSIDERANDO:
1. Que el inciso 4° del artículo 109 de la Constitución Política, respecto de la finan-

ciación de las campañas electorales, establece:
“(…) También se podrá limitar el monto de los gastos que los partidos, movimientos, 

grupos significativos de ciudadanos o candidatos puedan realizar en las campañas 
electorales, así como la máxima cuantía de las contribuciones privadas, de acuerdo con 
la ley (…)”.

2. Que la Ley 1475 de 2011, en su artículo 24, dispuso sobre los gastos de las cam-
pañas electorales, lo siguiente:

“(…) Artículo 24. Límites al monto de gastos. Los límites de gastos de las campañas 
electorales a los distintos cargos y corporaciones de elección popular serán fijados por el 
Consejo Nacional Electoral en el mes de enero de cada año, teniendo en cuenta los costos 
reales de las campañas, el correspondiente censo electoral y la apropiación presupuestal 
para la financiación estatal de las mismas.

Para efectos del cumplimiento de esta disposición, el Consejo Nacional Electoral, con 
el apoyo del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, deberá realizar periódicamente 
los estudios que correspondan con el objeto de garantizar que los límites al monto de 
gastos fijados reflejen el valor real de las campañas electorales.

El monto máximo de gastos se fijará por cada candidato a cargo uninominal o por 
lista de candidatos a corporaciones de elección popular. En el caso de listas con voto 
preferente el monto máximo de gastos por cada uno de los integrantes de la lista será el 
resultado de dividir el monto máximo de gastos de la lista por el número de candidatos 
inscritos. El Consejo Nacional Electoral señalará, adicionalmente, el monto máximo que 
cada partido o movimiento con personería jurídica puede invertir en la campaña electoral 
institucional a favor de sus candidatos o listas.

Parágrafo Transitorio. Dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente 
ley, el Consejo Nacional Electoral y el Ministerio de Hacienda realizarán el estudio base 
para la actualización de los costos reales de las campañas. (…)”.

3. Que la norma en cita consagra varios criterios para fijar el límite máximo del
monto de gastos de las campañas electorales, a saber: i) costos reales de las cam-
pañas electorales, ii) censo electoral, y iii) la apropiación presupuestal para la
financiación estatal de las respectivas campañas electorales.

4. Que, en su momento, esta Corporación interactuó con el Ministerio de Hacienda
y Crédito Público, con miras a contar con el estudio base para la actualización de
los costos de las campañas electorales, como consecuencia de lo cual, el 13 de
julio de 2012, el citado Ministerio, con el apoyo del Departamento Administrativo 
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Nacional de Estadística (DANE), produjo el documento titulado “Estudio Base 
para la actualización de los costos reales de campañas electorales” y, para el 
año 2014, el DANE construyó el Índice de Costos de las Campañas Electorales 
(ICCE), con el objetivo de medir la variación anual de los costos de bienes y 
servicios que forman parte de la estructura de costos de las campañas electorales, 
por lo cual, el Director del DANE certificó los resultados del Índice de Costos de 
Campañas Electorales (ICCE), y en documento del 31 de enero de 2014 presentó 
una “propuesta de costos de las campañas para Gobernación y Alcaldía”, reali-
zado a partir de la información contenida en el aplicativo cuentas claras y reporta-
da por los candidatos partidos o movimientos políticos y grupos significativos de 
ciudadanos, los resultados electorales oficiales de elecciones anteriores, el censo 
electoral y normatividad vigente y aplicable a la materia.

Por lo anterior, en relación con los costos reales de las campañas, se tendrán en cuenta 
los valores reflejados en el estudio, que conllevó que en el año 2014 se adoptaran estos 
valores, los que vienen siendo ajustados de acuerdo con las variaciones, tanto del índice de 
costos de campañas electorales, en los años en que ha sido expedido, como del Índice de 
Precios al Consumidor (IPC), cuando no se expidiera el primero.

5. Que para el año 2021, la Oficina Jurídica del Consejo Nacional Electoral, me-
diante Oficio CNE-AJ-2020-1023 del 30 de diciembre de 2020, solicitó al De-
partamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), que certificara estos 
índices; no obstante, a la fecha la entidad no ha dado respuesta, por lo cual se 
consultó la página web oficial del DANE1, y, en efecto, mediante comunicado de 
prensa del 5 de enero de 20212, informó que la variación anual del IPC para el año 
2020 corresponde al 1,61%.

6. Que, en relación con el Censo Electoral, se ha informado, por parte del Director 
de Censo Electoral de la Registraduría Nacional del Estado Civil, mediante ofi-
cio RDE–DCE–024, recibido el 05 de enero del 2021, que el censo electoral, a 
diciembre de 2020, es de treinta y ocho millones doscientos ochenta y cuatro mil 
setecientos setenta y ocho (38.284.778) electores, lo que equivale a una variación 
de ochocientos cincuenta y ocho mil diecisiete (858.017) nuevos electores respec-
to del censo electoral tenido en cuenta en las elecciones territoriales del año 2019, 
el que fue de treinta y siete millones cuatrocientos veinte seis mil setecientos 
sesenta y un electores (37.426.761), lo que en términos porcentuales representa 
un incremento del dos punto veintinueve por ciento (2.29%).

7. Que, de conformidad con el Oficio DF-GP-007, la Directora Financiera de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil certificó que el rubro de Financiación 
de Partidos y Campañas Electorales (Ley 130/94. Artículo 3° Acto Legislativo 
001/03), para el año 2021 cuenta con una apropiación de ochenta y dos mil sete-
cientos millones de pesos ($82.700.000.000), los cuales se encuentran desagre-
gados de la siguiente manera: 1. Contrato número 071 de 2020 vigencia futura 
autorizada $3.712.654.070, 2. Gastos de Funcionamiento Partidos y Movimientos 
Políticos $58.285.633.154, 3. Gastos de Funcionamiento Partido Fuerza Alter-
nativa Revolucionaria del Común (FARC) $7.965.703.198, 4. Estatuto de Opo-
sición $3.108.567.102 (Artículo 12 Ley 1909 de 2018) y, 5. Obligaciones años 
anteriores $9.627.442.476.

8. Que se cuenta con la información de los criterios establecidos en el artículo 24 
de la Ley 1475 de 2011, para fijar el límite máximo del monto de gastos de las 
campañas electorales, los cuales son: i. Los de costos reales de las campañas 
electorales (ICCE), cuyo estudio base se realizó en el año 2014 y se ha venido 
actualizando anualmente, de acuerdo con los Índices de Precios al Consumidor 
(IPC), ii. el correspondiente Censo Electoral y iii. La apropiación presupuestal 
para la financiación estatal de las campañas electorales.

9. Que la Ley 1475 de 2011 exige que el monto máximo de gastos de las campa-
ñas electorales se fijará por cada “candidato a cargo uninominal”; por tanto, el 
Consejo Nacional Electoral tomará como referente para establecerlos, el censo 
electoral de las distintas circunscripciones atendiendo a criterios de equidad. En 
consecuencia, la fórmula para reajustar el valor de los límites a los montos de 
gastos que pueden invertir cada una de las campañas de los candidatos surge de la 
multiplicación de los valores establecidos en la Resolución número 0109 de 2020 
multiplicado por el valor del IPC del año 2020; y a ese resultado, se le suma el 
valor establecido en dicho acto administrativo, así:

Para Gobernación:

CENSO VALORES 20203 INCREMENTO 
IPC 2020 (1.61%) VALORES 2021

Superior a cuatro millones un 
(4.000.001)

$4.459.689.718 $71.801.004 $4.531.490.722

Entre tres millones un (3.000.001) y 
cuatro millones (4.000.000)

$4.339.370.871 $69.863.871 $4.409.234.742

Entre un millón quinientos mil 
un (1.500.001) y tres millones 
(3.000.000)

$4.309.168.339 $69.377.610 $4.378.545.949

Entre ochocientos ochenta y cinco 
mil un (885.001) y un millón quinien-
tos mil (1.500.000)

$2.199.276.753 $35.408.356 $2.234.685.109

1 https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-
consumidor-ipc/ipc-informacion-tecnica

2 https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/ipc/cp_ipc_dic20.pdf
3 Resolución 0109 de 2020.

CENSO VALORES 20203 INCREMENTO 
IPC 2020 (1.61%) VALORES 2021

Entre seiscientos noventa mil un 
(690.001) y ochocientos ochenta y 
cinco mil (885.000)

$1.842.121.768 $29.658.160 $1.871.779.928

Entre cuatrocientos mil un (400.001) 
y seiscientos noventa mil (690.000)

$1.840.310.757 $29.629.003 $1.869.939.760

Entre doscientos mil uno (200.001) y 
cuatrocientos mil (400.000)

$1.381.193.565 $22.237.216 $1.403.430.781

Igual o inferior a doscientos mil 
(200.000) ciudadanos

$1.146.832.486 $18.464.003 $1.165.296.489

Para Alcaldía:

CENSO VALORES 20204 INCREMENTO 
IPC 2020 (1.61%) VALORES 2021

Igual o superior a cinco millones uno 
(5.000.001)

$4.330.661.576 $69.723.651 $4.400.385.227

Entre un millón un (1.000.001) y 
cinco millones (5.000.000)

$2.167.004.853 $34.888.778 $2.201.893.631

Entre quinientos mil uno (500.001) y 
un millón (1.000.000)

$2.031.229.382 $32.702.793 $2.063.932.175

Entre doscientos cincuenta mil un 
(250.001) y quinientos mil (500.000)

$1.534.098.649 $24.698.988 $1.558.797.637

Entre cien mil un (100.001) y dos 
cientos cincuenta mil (250.000)

$1.356.724.390 $21.843.263 $1.378.567.653

Entre cincuenta mil un (50.001) y 
cien mil (100.000)

$679.305.674 $10.936.821 $690.242.495

Entre veinticinco mil uno (25.001) y 
cincuenta mil (50.000)

$226.435.224 $3.645.607 $230.080.831

Igual o inferior a veinticinco mil 
(25.000)

$118.878.493 $1.913.944 $120.792.437

10. Que el inciso cuarto del artículo 28 de la Ley 1475 de 2011 determina que los 
“(…) partidos y movimientos políticos con personería jurídica que decidan pro-
mover el voto en blanco y los comités independientes que se organicen para el 
efecto, deberán inscribirse ante la autoridad electoral competente para recibir la 
inscripción de candidatos, de listas o de la correspondiente iniciativa en los me-
canismos de participación ciudadana. A dichos promotores se les reconocerán, 
en lo que fuere pertinente, los derechos y garantías que la ley establece para las 
demás campañas electorales, incluida la reposición de gastos de campaña, hasta 
el monto que previamente haya fijado el Consejo Nacional Electoral. (…)”, por 
lo que los promotores que así se inscriban deberán ajustarse al límite del monto 
de gastos de las campañas electorales a gobernaciones y alcaldías distritales y 
municipales, según corresponda.

11. Que el Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de su competencia legal, autori-
zará a los partidos y movimientos políticos a invertir en la campaña institucional 
para cada uno de los cargos de elección popular de los que trata la presente re-
solución, el veinte por ciento (20%) de la suma máxima fijada para la respectiva 
campaña.

En mérito de lo expuesto, el Consejo Nacional Electoral
RESUELVE:

Artículo 1°. Fíjanse los límites a los montos de gastos que pueden invertir cada una 
de las campañas de los candidatos inscritos por partidos y/o movimientos con personería 
jurídica, los grupos significativos de ciudadanos o en coalición a las gobernaciones para 
las elecciones atípicas que se realicen durante el año 2021, de la siguiente manera:

a) En los departamentos con censo electoral superior a cuatro millones un (4.000.001) 
ciudadanos, la suma de cuatro mil quinientos treinta y un millones cuatrocientos 
noventa mil setecientos veintidós pesos ($4.531.490.722) moneda corriente.

b) En los departamentos con censo electoral entre tres millones un (3.000.001) y 
cuatro millones (4.000.000) de ciudadanos, la suma de cuatro mil cuatrocientos 
nueve millones doscientos treinta y cuatro mil setecientos cuarenta y dos pesos 
($4.409.234.742) moneda corriente.

c) En los departamentos con censo electoral entre un millón quinientos mil un 
(1.500.001) y tres millones (3.000.000) de ciudadanos, la suma de cuatro mil 
trescientos setenta y ocho millones quinientos cuarenta y cinco mil novecientos 
cuarenta y nueve pesos ($4.378.545.949) moneda corriente.

d) En los departamentos con censo electoral entre ochocientos ochenta y cinco mil 
un (885.001) y un millón quinientos mil (1.500.000) ciudadanos, la suma de dos 
mil doscientos treinta y cuatro millones seiscientos ochenta y cinco mil ciento 
nueve pesos ($2.234.685.109) moneda corriente.

e) En los departamentos con censo electoral entre seiscientos noventa mil un 
(690.001) y ochocientos ochenta y cinco mil (885.000) ciudadanos, la suma de 
mil ochocientos setenta y un millones setecientos setenta y nueve mil novecientos 
veintiocho pesos ($1.871.779.928) moneda corriente.

f) En los departamentos con censo electoral entre cuatrocientos mil un (400.001) 
y seiscientos noventa mil (690.000) ciudadanos, la suma de mil ochocientos se-

4 Ibidem.
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senta y nueve millones novecientos treinta y nueve mil setecientos sesenta pesos 
($1.869.939.760) moneda corriente.

g) En los departamentos con censo electoral entre doscientos mil un (200.001) y 
cuatrocientos mil (400.000) ciudadanos, la suma de mil cuatrocientos tres mi-
llones cuatrocientos treinta mil setecientos ochenta y un pesos ($1.403.430.781) 
moneda corriente.

h) En los departamentos con censo electoral igual o inferior a doscientos mil 
(200.000) ciudadanos, la suma de mil ciento sesenta y cinco millones doscientos 
noventa y seis mil cuatrocientos ochenta y nueve pesos ($1.165.296.489) moneda 
corriente.

Parágrafo. El límite a los montos antes establecidos se aplicará a los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica que decidan promover el voto en blanco y a 
los comités independientes que se organicen para el efecto, en la elección de Gobernadores.

Artículo 2°. Fíjanse los límites a los montos de gastos que pueden invertir cada una 
de las campañas de los candidatos a las alcaldías municipales o distritales inscritos por 
partidos y/o movimientos con personería jurídica, los grupos significativos de ciudadanos 
o en coalición para las elecciones atípicas que realicen durante el año 2021, de la siguiente 
manera:

a) En los distritos y municipios con censo electoral igual o superior a cinco millones 
un (5.000.001) de ciudadanos, la suma de cuatro mil cuatrocientos millones tres-
cientos ochenta y cinco mil doscientos veintisiete pesos ($4.400.385.227) mone-
da corriente.

b) En los distritos y municipios con censo electoral entre un millón un (1.000.001) y 
cinco millones (5.000.000) de ciudadanos, la suma de dos mil doscientos un mi-
llón ochocientos noventa y tres mil seiscientos treinta y un pesos ($2.201.893.631) 
moneda corriente.

c) En los distritos y municipios con censo electoral comprendido entre quinientos 
mil uno (500.001) y un millón (1.000.000) de ciudadanos, la suma de dos mil 
sesenta y tres millones novecientos treinta dos mil ciento setenta y cinco pesos 
($2.063.932.175) moneda corriente.

d) En los distritos y municipios con censo electoral comprendido entre doscientos 
cincuenta mil un (250.001) y quinientos mil (500.000) ciudadanos, la suma de mil 
quinientos cincuenta y ocho millones setecientos noventa y siete mil seiscientos 
treinta y siete pesos ($1.558.797.637) moneda corriente.

e) En los distritos y municipios con censo electoral comprendido entre cien mil un 
(100.001) y dos cientos cincuenta mil (250.000) ciudadanos, la suma de mil tres-
cientos setenta y ocho millones quinientos sesenta y siete mil seiscientos cincuen-
ta y tres pesos ($1.378.567.653) moneda corriente.

f) En los distritos y municipios con censo electoral comprendido entre cincuenta 
mil un (50.001) y cien mil (100.000) ciudadanos, la suma de seiscientos noven-
ta millones doscientos cuarenta y dos mil cuatrocientos noventa y cinco pesos 
($690.242.495) moneda corriente.

g) En los distritos y municipios con censo electoral comprendido entre veinticinco 
mil uno (25.001) y cincuenta mil (50.000) de ciudadanos, la suma de doscientos 
treinta millones ochenta mil ochocientos treinta y un pesos ($230.080.831) mo-
neda corriente.

h) En los distritos y municipios con censo electoral igual o inferior a veinticinco mil 
(25.000) de ciudadanos, la suma de ciento veinte millones setecientos noventa y 
dos mil cuatrocientos treinta y siete pesos ($120.792.437) moneda corriente.

Parágrafo. El límite a los montos antes establecidos se aplicará a los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica que decidan promover el voto en blanco y 
a los comités independientes que se organicen para el efecto, en la elección de Alcaldes.

Artículo 3°. Cada partido o movimiento político con personería jurídica podrá invertir 
en la campaña institucional a favor de sus candidatos a Gobernadores o Alcaldes, hasta una 
suma igual al veinte por ciento (20%) del monto máximo de gastos autorizado a invertir 
en cada una de las campañas, el que será adicional a los valores fijados en los artículos 
precedentes.

Artículo 4°. Comuníquese el presente acto administrativo por intermedio de la 
Subsecretaría de la Corporación al Registrador Nacional del Estado Civil, a los Registradores 
Distritales de Bogotá, D. C., a los Delegados Departamentales del Registrador Nacional 
del Estado Civil, a los Registradores Especiales y Municipales, al Fondo Nacional de 
Financiación Política, a los Partidos y Movimientos con personería jurídica.

Artículo 5°. Publíquese en el Diario Oficial, en la página web y redes sociales de la 
Corporación.

Artículo 6°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021.
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0143 DE 2021
(enero 20)

por la cual se fija el límite a los montos de gastos de las consultas que realicen los partidos 
y movimientos políticos con personería jurídica, y/o grupos significativos de ciudadanos 
con la finalidad de adoptar decisiones internas o escoger sus candidatos, propios o de 

coalición, a cargos o corporaciones de elección popular en el año 2021.
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y 

legales, en especial de las conferidas en los artículos 107, 109 y 265 de la Constitución 
Política y los artículos 5° y 6° y 24 de la Ley 1475 de 2011, y

CONSIDERANDO:
1. Que el artículo 107 de la Constitución Política faculta a los partidos y movimien-

tos políticos para la selección de candidatos y toma de decisiones mediante el 
sistema de consultas populares o internas o interpartidistas, al señalar la norma 
que:

“(...) Para la toma de sus decisiones o la escogencia de sus candidatos propios o 
por coalición, podrán celebrar consultas populares o internas o interpartidistas que 
coincidan o no con las elecciones de Corporaciones Públicas, de acuerdo con lo previsto 
en sus Estatutos y en la ley (…)”

2. Que, tratándose de consultas, se aplicarán las normas de financiación de eleccio-
nes ordinarias y, en lo pertinente, el artículo 109 de la Carta Política expresa:

“(…) También se podrá limitar el monto de los gastos que los partidos, movimientos, 
grupos significativos de ciudadanos o candidatos puedan realizar en las campañas 
electorales, así como la máxima cuantía de las contribuciones privadas, de acuerdo con 
la ley. (…)”.

3. Que la Ley 1475 de 2011, en sus artículos quinto y sexto, consagra:
“(…) Artículo 5°. Las consultas son mecanismos de participación democrática y política 

que los partidos y movimientos políticos con personería jurídica, y/o grupos significativos 
de ciudadanos pueden utilizar con la finalidad de adoptar decisiones internas o escoger sus 
candidatos, propios o de coalición, a cargos o corporaciones de elección popular.

Las consultas pueden ser internas o populares. Se denominarán internas cuando en 
ellas sólo puedan participar los miembros de la organización política que se encuentren 
en el registro de afiliados. Se denominarán populares, cuando puedan hacerlo todos los 
ciudadanos inscritos en el censo electoral. Las consultas internas se regularán por las 
disposiciones previstas en los estatutos de los partidos y movimientos políticos.

Las consultas convocadas por una coalición de partidos y/o movimientos políticos con 
personería jurídica pueden ser internas o populares y se denominarán interpartidistas. 
Podrán ser convocadas con el objeto de seleccionar candidatos de coalición a cargos 
uninominales, previo acuerdo suscrito por sus directivos nacionales o departamentales 
según sea el caso.

El Estado contribuirá al financiamiento de las consultas mediante el sistema de 
reposición de gastos por votos obtenidos. Los partidos y movimientos políticos podrán 
solicitar anticipos para estas consultas, de acuerdo con la reglamentación que expida el 
Consejo Nacional Electoral.

Artículo 6°. Normas aplicables a las consultas. En las consultas populares se aplicarán 
las normas que rigen para las elecciones ordinarias y en las internas las disposiciones 
estatutarias propias de los partidos y movimientos que las convoquen. La organización 
electoral colaborará para la realización de las consultas de los partidos y movimientos 
políticos, la cual incluirá el suministro de tarjetas electorales o instrumentos de votación 
electrónica, la instalación de puestos de votación y la realización del escrutinio. (…)”

4. Que el artículo 24 ibidem guarda relación con el artículo 109 Constitucional, que 
otorgó competencia al Consejo Nacional Electoral para fijar límites al monto de 
gastos de campañas electorales a cargos y corporaciones de elección popular.

5. Que, para el año 2021, la Oficina Jurídica del Consejo Nacional Electoral, me-
diante Oficio CNE-AJ-2020-1023 del 30 de diciembre de 2020, solicitó al De-
partamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), que certificara estos 
índices, no obstante, a la fecha la entidad no ha dado respuesta, por lo cual se 
consultó la página web oficial del DANE, y en efecto, mediante comunicado de 
prensa del 5 de enero de 2021, informó que la variación anual del IPC para el año 
2020 corresponde al 1,61%.

6. Que el legislador estatutario, en la Ley 1475 de 2011, consagra que los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica pueden invertir en la campaña elec-
toral institucional a favor de sus candidatos o listas, al tiempo que establece en 
su artículo 20 como fuente de financiación de campañas electorales “los recursos 
propios de origen privado que los partidos y movimientos políticos destinen para 
la financiación de las campañas en que participen”.

7. Que la fórmula para reajustar el valor de los límites a los montos de gastos de 
las consultas que realicen las agrupaciones políticas para la toma de decisiones, 
así como para la selección de sus candidatos durante el año 2021, surge de la 
multiplicación de los valores establecidos en la Resolución número 0111 de 2020 
multiplicado por el valor del IPC del año 2020; y a este resultado, se suma al valor 
establecido en dicho acto administrativo, así:

VALOR 2020 INCREMENTO IPC (1.61%) VALOR 2021

$4.356.644.782 $70.141.981 $4.426.786.763
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8. Que, en consecuencia, el Consejo Nacional Electoral autorizará a los partidos y 
movimientos políticos a invertir en la campaña institucional para las consultas, el 
veinte por ciento (20%) de la suma máxima fijada para sus campañas.

En mérito de lo expuesto el Consejo Nacional Electoral,
RESUELVE:

Artículo 1°. Fíjase en cuatro mil cuatrocientos veintiséis millones setecientos ochenta 
y seis mil setecientos sesenta y tres pesos ($4.426.786.763) moneda corriente el límite 
a los montos de gastos de las consultas de carácter nacional que realicen los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica, y/o grupos significativos de ciudadanos, 
con la finalidad de adoptar decisiones internas o escoger sus candidatos, propios o de 
coalición, a cargos o corporaciones de elección popular en el año 2021.

Artículo 2°. Fíjase el límite de los gastos de las consultas que realicen los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica, y/o grupos significativos de ciudadanos en 
2021 para la toma de sus decisiones de carácter departamental, en un valor equivalente al 
treinta por ciento (30%) del límite de gastos fijado para las campañas a la Gobernación en 
el correspondiente departamento.

Artículo 3°. Fíjase el límite de los gastos de las consultas que realicen los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica, y/o grupos significativos de ciudadanos 
en 2021 para la toma de sus decisiones de carácter municipal, en un valor equivalente al 
treinta por ciento (30%) del límite de gastos fijado para las campañas a la alcaldía en el 
correspondiente municipio o distrito.

Artículo 4°. Fíjase el límite de los gastos de las consultas que realicen los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica, y/o grupos significativos de ciudadanos 
para seleccionar sus candidatos a las gobernaciones durante el año 2021, en un valor 
equivalente al cincuenta por ciento (50%) del límite fijado para las campañas a Gobernación 
en el correspondiente departamento.

Artículo 5°. Fíjase el límite de los gastos de las consultas que realicen los partidos y 
movimientos políticos con personería jurídica, y/o grupos significativos de ciudadanos 
para seleccionar sus candidatos a las alcaldías durante el año 2021, en un valor equivalente 
al cincuenta por ciento (50%) del límite fijado para las campañas a las alcaldías en el 
correspondiente distrito o municipio.

Artículo 6°. Fíjanse los límites al monto de gastos de las campañas de los precandidatos 
que participen en las consultas que realicen los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica, y/o grupos significativos de ciudadanos para seleccionar su lista de 
candidatos a las asambleas departamentales, concejos distritales o municipales y juntas 
administradoras locales, durante el año 2021, en un valor equivalente al cincuenta por 
ciento (50%) de dividir el monto máximo de gastos autorizados para la respectiva lista 
entre el número de curules por asignar en la correspondiente circunscripción.

Artículo 7°. Cada partido o movimiento político con personería jurídica podrá invertir 
en la campaña institucional a favor de sus precandidatos o listas de precandidatos a cargos 
uninominales y corporaciones públicas hasta un monto igual al veinte por ciento (20%) 
de las sumas máximas autorizadas a gastar en cada una de sus campañas, el cual será 
adicional a los valores fijados.

Artículo 8°. Comuníquese el presente acto administrativo por intermedio de la 
Subsecretaría de la Corporación al Registrador Nacional del Estado Civil, a los Registradores 
Distritales de Bogotá, D. C, a los Delegados Departamentales del Registrador Nacional 
del Estado Civil, a los Registradores Especiales y Municipales, al Fondo Nacional de 
Financiación Política, a los Partidos y Movimientos con personería jurídica.

Artículo 9°. Publíquese en el Diario Oficial, en la página web y redes sociales de la 
Corporación.

Artículo 10. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021.
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0144 DE 2021

(enero 20)
por la cual se fija el valor de las pólizas de seriedad de candidaturas, que deben otorgar los 
grupos significativos de ciudadanos y los movimientos sociales que inscriban candidatos 
a gobernaciones, asambleas, alcaldías, concejos municipales y distritales, así como a 
juntas administradoras locales, para las elecciones atípicas que se lleven a cabo en el 

año 2021.
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de las atribuciones constitucionales y 

legales, en especial las conferidas en los artículos 109 y 265 de la Constitución Política, y 
24 de la Ley 1475 de 2011, y

CONSIDERANDO:
1. Que el artículo 108 de la Constitución Política establece:
“(…) Los Partidos y Movimientos Políticos con Personería Jurídica reconocida 

podrán inscribir candidatos a elecciones. Dicha inscripción deberá ser avalada para los 
mismos efectos por el respectivo representante legal del partido o movimiento o por quien 
él delegue.

Los movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos también podrán 
inscribir candidatos. (…)”.

2. Que el inciso cuarto del artículo 9° de la Ley 130 de 1994 determina:
“Los candidatos no inscritos por partidos o por movimientos políticos deberán 

otorgar al momento de la inscripción una póliza de seriedad de la candidatura por la 
cuantía que fije el Consejo Nacional Electoral, la cual no podrá exceder el equivalente 
al uno por ciento del fondo que se constituya para financiar a los partidos y movimientos 
en el año correspondiente. Esta garantía se hará efectiva si el candidato o la lista de 
candidatos no obtiene al menos la votación requerida para tener derecho a la reposición 
de los gastos de la campaña de acuerdo con lo previsto en el artículo 13 de la presente 
ley. Estos candidatos deberán presentar para su inscripción el número de firmas al que se 
refiere el inciso anterior.”.

3. Que el artículo 13 de la Ley 130 de 1994 fue modificado por el artículo 21 de la 
Ley 1475 de 2011, el cual dispone:

“Los partidos y movimientos políticos y grupos de ciudadanos que inscriban 
candidatos, tendrán derecho a financiación estatal de las correspondientes campañas 
electorales, mediante el sistema de reposición de gastos por votos válidos obtenidos, 
siempre que obtengan el siguiente porcentaje de votación:

En las elecciones para corporaciones públicas tendrán derecho a financiación 
estatal, cuando la lista obtenga el cincuenta (50%) o más del umbral determinado para la 
respectiva corporación.

En las elecciones para gobernadores y alcaldes, cuando el candidato obtenga el cuatro 
por ciento (4%) o más del total de votos válidos depositados en la respectiva elección.

La financiación estatal de las campañas electorales incluirá los gastos realizados por 
los partidos y movimientos políticos y/o los candidatos.”

Es decir, que la seriedad de una candidatura inscrita por un grupo significativo de 
ciudadanos se evidencia en la medida de si obtienen o no los porcentajes mínimos de 
votación establecidos, para que tengan derecho a percibir el financiamiento público 
electoral, por lo que en los eventos en que no se alcancen estos umbrales de votación, se 
configurará el siniestro asegurado, haciéndose efectivo el monto asegurado a favor de la 
Organización Electoral.

4. Que, de conformidad con el Oficio DF-GP-007, la Directora Financiera de la 
Registraduría Nacional del Estado Civil certificó que el rubro de Financiación 
de Partidos y Campañas Electorales (Ley 130/94. Artículo 3° Acto Legislativo 
001/03), para el año 2021 cuenta con una apropiación de ochenta y dos mil sete-
cientos millones de pesos ($82.700.000.000), los cuales se encuentran desagre-
gados de la siguiente manera: 1. Contrato número 071 de 2020 vigencia futura 
autorizada $3.712.654.070, 2. Gastos de Funcionamiento Partidos y Movimientos 
Políticos $58.285.633.154, 3. Gastos de Funcionamiento Partido Fuerza Alterna-
tiva Revolucionaria del Común (FARC) $7.965.703.198, 4. Estatuto Oposición 
$3.108.567.102 (Artículo 12 Ley 1909 de 2018) y, 5. Obligaciones años anterio-
res $9.627.442.476.

5. Que el uno por ciento (1%) del valor apropiado para financiar a los partidos y 
movimientos políticos en el presente año es de ochocientos veintisiete millones 
de pesos ($827.000.000), lo que equivale a novecientos diez dos punto veintiséis 
(910.26) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

6. Que, de conformidad con el inciso cuarto del artículo 9° de la Ley 130 de 1994, 
el valor de la póliza “no podrá exceder el equivalente al uno por ciento del fondo 
que se constituya para financiar a los partidos y movimientos en el año corres-
pondiente”, por lo que, de tomarse como referente la precitada cantidad de sala-
rios mínimos para establecer los valores de las pólizas de seriedad de candidaturas 
que deberán otorgar los movimientos sociales y grupos significativos de ciuda-
danos, para la inscripción de candidatos y listas de candidatos en las elecciones y 
consultas que se celebren en el año 2021, constituiría una barrera para el ejercicio 
de los derechos políticos de las mismas, por lo que se mantendrá la cantidad de 
salarios mínimos mensuales legales vigentes dispuestos por la Resolución 0112 
de 2020 para el año 2020.

Además de lo anterior, es de anotar que la Corte Constitucional en la Sentencia T-117 
del 4 de marzo de 2016, al decidir Acción de Tutela interpuesta por estos motivos dentro 
del Expediente T-5.200.719, concluyó que la Compañía de Seguros Previsora S. A. 
“vulneró los derechos fundamentales de los accionantes, en cuanto impuso una barrera 
para el ejercicio de sus derechos políticos, obstáculo que correspondió con la exigencia de 
la constitución del CDT a su favor, por el 100% del valor asegurado, con el fin de otorgar 
una póliza requerida para inscribirse a los comicios electorales”, toda vez que: 

“El requisito exigido por la Compañía de Seguros Previsora S.A., la constitución de 
un CDT por el valor asegurado, es desproporcional, arbitrario e irracional por cuanto:

1. El requisito exigido para expedir la póliza de seriedad no cumple ningún fin cons-
titucional ni pretende velar por el interés general. En contraste, esa condición 
restringe y vulnera derechos fundamentales y mandatos constitucionales. Al res-
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pecto, se señaló que “las actividades de los establecimientos financieros y las 
aseguradoras al involucrar un interés público, tiene límites en su ejercicio ya que 
pueden restringirse cuando están de por medio valores y principios constitucio-
nales, así como la protección de derechos fundamentales, o consideraciones de 
interés general”. 

2. La constitución de un CDT por el valor asegurable desnaturaliza el contrato de 
seguros, puesto que extingue el objeto del contrato y la causa que lleva a su sus-
cripción. Ello, en la medida en que es el mismo tomador quién termina respon-
diendo por el supuesto siniestro. En otras palabras, pese haber contratado a la 
aseguradora para que asumiera el riesgo, este nunca será tomado por sociedad 
comercial, debido a que la constitución dicha contragarantía significa que el 
tomador asume dicha responsabilidad. En este sentido, el contrato carecería de 
su elemento esencial (riesgo asegurable), y en consecuencia el negocio jurídico 
seria ineficaz de pleno derecho, conforme establece el artículo 1045 del Código 
de Comercio”.

Razón por la cual en la parte resolutiva de tal providencia dispuso:
“Segundo. Exhortar a la Superintendencia Financiera de Colombia para que emita 

una circular en la que comunique el criterio previsto en esta sentencia. En el acto 
administrativo mencionado, se debe advertir a las aseguradoras que se abstengan de 
exigir como requisito para la expedición de pólizas de seriedad de la candidatura la 
constitución de contraestrategias de cualquier naturaleza, por el riego asegurable. 

Tercero. Advertir a La Previsora S. A., para que en adelante se abstenga de incurrir 
en la conducta que ocasionó la vulneración ius fundamental reclamada en esta acción de 
tutela”.

Por lo anterior, se exhortará a las compañías de seguros y/o a las entidades financieras 
que expidan estas pólizas o garantías bancarias a que se abstengan de exigir a los candidatos 
y/o grupos significativos de ciudadanos que los postulen, la constitución de depósitos, 
fiducias o títulos en su favor equivalentes al monto del valor asegurado o a exigir garantías 
reales que se hagan efectivas en caso de configurarse el siniestro asegurado, o a que el 
precio de la prima sea equivalente al valor asegurado o cercano de este.

En mérito de lo expuesto el Consejo Nacional Electoral,
RESUELVE:

Artículo 1°. Fíjanse los valores de las pólizas de seriedad de candidaturas, que deberán 
otorgar los movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos para la inscripción 
de candidatos y listas de candidatos a las gobernaciones y asamblea en las elecciones 
atípicas y consultas que se celebren en el año 2021, así:

a) En departamentos con población superior a dos millones (2.000.000) de habi-
tantes, por el equivalente a doscientos (200) salarios mínimos mensuales legales 
vigentes.

b) En departamentos con población comprendida entre setecientos mil uno (700.001) 
y dos millones (2.000.000) habitantes, por el equivalente a ciento cincuenta (150) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes.

c) En departamentos con población comprendida entre trescientos noventa mil uno 
(390.001) y setecientos mil (700.000) habitantes, por el equivalente a ciento vein-
ticinco (125) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

d) En departamentos con población comprendida entre cien mil uno (100.001) y 
trescientos noventa mil (390.000) habitantes, por el equivalente a ciento cien 
(100) salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

e) En departamentos con población igual o inferior a cien mil (100.000) habitantes, 
por el equivalente a setenta y cinco (75) salarios mínimos mensuales legales vi-
gentes. 

Artículo 2°. Fíjanse los valores de las pólizas de seriedad de candidaturas, que deberán 
otorgar los movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos para la inscripción 
de candidatos y listas de candidatos a alcaldías y concejos municipales y distritales en las 
elecciones atípicas y consultas que se celebren en el año 2021, así:

a) En Bogotá, D. C., por el equivalente a doscientos (200) salarios mínimos mensua-
les legales vigentes.

b) En municipios y distritos con población superior o igual a quinientos mil uno 
(500.001) habitantes, por el equivalente a ciento cincuenta (150) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes.

c) En municipios y distritos con población entre cien mil uno (100.001) y quinientos 
mil (500.000) habitantes, por el equivalente a cien (100) salarios mínimos men-
suales legales vigentes.

d) En municipios y distritos con población entre cincuenta mil uno (50.001) y cien 
mil (100.000) habitantes, por el equivalente a setenta y cinco (75) salarios míni-
mos mensuales legales vigentes.

e) En municipios y distritos con población entre treinta mil uno (30.001) y cincuen-
ta mil (50.000) habitantes, por el equivalente a cincuenta (50) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes.

f) En municipios y distritos con población entre veinte mil uno (20.001) y treinta 
mil (30.000) habitantes, por el equivalente a treinta (30) salarios mínimos men-
suales legales vigentes.

g) En municipios y distritos con población entre diez mil uno (10.001) y veinte mil 
(20.000) habitantes, por el equivalente a quince (15) salarios mínimos mensuales 
legales vigentes.

h) En municipios y distritos con población igual o inferior a diez mil (10.000) habi-
tantes, por el equivalente a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

Artículo 3°. Fíjanse los valores de las pólizas de seriedad de candidaturas que deberán 
otorgar los movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos para la inscripción 
de candidatos y listas de candidatos a las juntas administradoras locales en las elecciones 
atípicas y consultas que se celebren en el año 2021, así:

a) En Bogotá, D. C., y demás capitales de departamento, por el equivalente a quince 
(15) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

b) En municipios y distritos diferentes a capitales de departamento con población 
superior o igual a quinientos mil un (500.001) habitantes, por el equivalente a 
doce (12) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

c) En municipios diferentes a capitales de departamento con población entre cien 
mil un (100.001) habitantes y quinientos mil (500.000) habitantes, por el equiva-
lente a diez (10) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

d) En municipios diferentes a capitales de departamento con población menor a cien 
mil (100.000) habitantes, por el equivalente a cinco (5) salarios mínimos mensua-
les legales vigentes.

Artículo 4°. Al momento de inscribir la candidatura, los promotores del grupo 
significativo de ciudadanos, sus candidatos y/o listas de candidatos presentarán ante la 
autoridad competente de la Registraduría Nacional del Estado Civil un certificado en el que 
conste el origen de los dineros con que financiaron la póliza de seriedad de candidaturas o 
la garantía bancaria aportada.

Artículo 5°. Para el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos anteriores, las 
pólizas de seriedad de candidaturas se constituirán mediante póliza de garantía expedida 
por compañías de seguros o mediante garantía bancaria de instituciones autorizadas 
por la Superintendencia Financiera. Su vigencia se extenderá desde la inscripción de la 
candidatura hasta los seis (6) meses siguientes a la fecha de declaratoria de los resultados 
de las elecciones por la autoridad electoral. Dichas pólizas se harán efectivas en los casos 
previstos en la Ley 130 de 1994, modificada por la Ley 1475 de 2011.

Artículo 6°. Exhortarse a las compañías de seguros y/o a las entidades financieras que 
expidan estas pólizas o garantías bancarias a que se abstengan de exigir a los candidatos 
y/o grupos significativos de ciudadanos que los postulen, la constitución de depósitos, 
fiducias o títulos en su favor equivalentes al monto del valor asegurado o a exigir garantías 
reales que se hagan efectivas en caso de configurarse el siniestro asegurado, o a que el 
precio de la prima sea equivalente al valor asegurado o cercano de este. 

Artículo 7°. El presente acto administrativo debe ser comunicado por intermedio 
de la Subsecretaría de la Corporación al Registrador Nacional del Estado Civil, a 
los Registradores Distritales de Bogotá D.C, a los Delegados Departamentales, a los 
Registradores Especiales y Municipales, al Ministerio del Interior, al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y al Superintendente Financiero.

Artículo 8°. Publíquese en el Diario Oficial, en la página web y redes sociales de la 
Corporación.

Artículo 9°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021.
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0145 DE 2021

(enero 20)
por la cual se fijan las sumas máximas que se podrán destinar en las campañas de 
recolección de apoyos ciudadanos y al desarrollo de las campañas en los mecanismos de 

participación ciudadana del año 2021.
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, 

en especial de las conferidas por el artículo 265 de la Constitución Política y los artículos 
97 y 98 de la Ley 134 de 1994, artículos 12 y 35 de la Ley 1757 de 2015 y

CONSIDERANDO:
1. Que los artículos 12 y 35 de la Ley 1757 de 2015 disponen:
“(…) Artículo 12. Fijación de los topes en las campañas de recolección de apoyos 

ciudadanos. El Consejo Nacional Electoral fijará anualmente las sumas máximas de dinero 
que se podrán destinar en la recolección de apoyos a las propuestas sobre mecanismos de 
participación ciudadana. Así mismo, el Consejo Nacional Electoral fijará la suma máxima 
que cada ciudadano u organización podrá aportar a la campaña de recolección de apoyos 
sobre las propuestas de los mecanismos de participación ciudadana.

Parágrafo 1°. Para la fijación de los topes establecidos en este artículo, el Consejo 
Nacional Electoral tendrá en cuenta si se trata de propuestas del orden nacional, 
departamental, municipal o local.
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Parágrafo 2°. Ninguna campaña de recolección de apoyos ciudadanos para los 
mecanismos de participación de que trata esta ley, podrá obtener créditos ni recaudar 
recursos, contribuciones ni donaciones provenientes de personas naturales y jurídicas 
de las que trata el Código de Comercio, que superen el diez por ciento (10%) de la suma 
máxima autorizada por el Consejo Nacional Electoral para la campaña. (…)

Artículo 35. Límites en la financiación de las campañas. El Consejo Nacional 
Electoral fijará anualmente la suma máxima de dinero que se podrá destinar al desarrollo 
de una campaña a favor, en contra o por la abstención de mecanismos de participación 
ciudadana y la suma máxima de los aportes de cada ciudadano u organización, de acuerdo 
con las reglas establecidas en el artículo 12 de esta ley. Asimismo podrá investigar las 
denuncias que sobre incumplimiento de dichas normas se presenten (…)”.

2. Que para determinar el valor de los límites en la financiación de las campañas de 
los mecanismos de participación ciudadana del año 2021, deberá considerarse el 
ámbito en el que se realizarán los diferentes mecanismos de participación ciu-
dadana (orden local, municipal, distrital, departamental o nacional) así como la 
integración del censo electoral.

3. Que se tomarán los datos históricos fijados en la Resolución número 0113 de 
2020, mediante la cual se establecieron los montos máximos de dinero privado 
que era posible invertir en las campañas de los mecanismos de participación ciu-
dadana que se llevaron a cabo en el año 2020, los que serán indexados de acuerdo 
con la variación del índice de Precios al Consumidor que el Departamento Ad-
ministrativo Nacional de Estadística (DANE), informó mediante comunicado de 
prensa del 5 de enero de 2021, cuya variación anual del IPC para el año 2020, 
correspondió al 1,61%1.

4. En relación con el Censo Electoral, el Director de Censo Electoral de la Regis-
traduría Nacional del Estado Civil, informó mediante Oficio RDE – DCE – 024, 
recibido el 5 de enero del 2021, que el censo electoral a diciembre de 2020, es de 
treinta y ocho millones doscientos ochenta y cuatro mil setecientos setenta y ocho 
(38.284.778) electores, lo que equivale a una variación de ochocientos cincuen-
ta y ocho mil diecisiete (858.017) nuevos electores respecto del censo electoral 
tenido en cuenta en las elecciones territoriales del año 2019, el que, el que fue 
de treinta y siete millones cuatrocientos veinte seis mil setecientos sesenta y un 
electores (37.426.761), lo que en términos porcentuales representa un incremento 
del dos punto veintinueve por ciento (2.29%).

5. Que la fórmula para reajustar el valor de los límites a los montos de gastos que 
pueden invertir cada una de las campañas de recolección de apoyos ciudadanos 
y al desarrollo de las campañas en los mecanismos de participación ciudadana, 
surge de los valores establecidos en la Resolución número 113 de 2020 multipli-
cado por el valor del IPC para el año 2020; y a este resultado, se suma al valor 
establecido en dicho acto administrativo, así:

Para cada comité promotor:

ÍTEM MONTO 2020 INCREMENTO (1.61%) MONTO 2021

Mecanismos del orden local $46.529.386 $749.123 $47.278.509

En los municipios con censo elec-
toral inferior a diez mil electores 
(10.000)

$46.529.386 $749.123 $47.278.509

En los municipios con censo elec-
toral igual o superior a diez mil 
electores (10.000)

$93.058.773 $1.498.246 $94.557.019

En las capitales de departamento $232.646.930 $3.745.616 $236.392.546

En el distrito capital de Bogotá $466.089.235 $7.504.037 $473.593.272

Mecanismos del orden departa-
mental

$372.235.089 $5.992.985 $378.228.074

Mecanismos del orden nacional $1.396.279.270 $22.480.096 $1.418.759.366

Para el Gobierno, cada uno de los partidos y movimientos políticos y de las 
organizaciones sociales:

ÍTEM MONTO 2020 INCREMENTO (1.61%) MONTO 2021

Mecanismos del orden local $155.097.954 $2.497.077 $157.595.031

En los municipios con censo elec-
toral inferior a diez mil electores 
(10.000)

$155.097.954 $2.497.077 $157.595.031

En los municipios con censo 
electoral igual o superior a diez mil 
electores (10.000)

$310.195.907 $4.994.154 $315.190.061

En las capitales de departamento $775.489.768 $12.485.385 $787.975.153

En el distrito capital de Bogotá $1.553.630.783 $25.013.456 $1.578.644.239

Mecanismos del orden departa-
mental

$1.240.783.629 $19.976.616 $1.260.760.245

Mecanismos del orden nacional $4.654.264.233 $74.933.654 $4.729.197.887

6. Que es menester advertir, que la participación del gobierno en los mecanismos de 
participación ciudadana deberá estarse a lo resuelto por la Corte Constitucional en 
Sentencia C-150 de 2015, en el siguiente sentido:

1 https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/ipc/cp_ipc_dic20.pdf

“(…) 6.26.2. Los mecanismos de participación, cuyo origen puede ser diverso según se 
deriva de la regulación vigente al respecto, demandan que la deliberación y confrontación 
pública acerca de su objeto se desarrolle de la forma más completa posible. En esa 
medida, la Corte considera que las posibilidades de participación que define el artículo 
examinado, incluyendo en ellas al gobierno, a los partidos y movimientos políticos y a 
las organizaciones sociales, concurren hacia el propósito constitucional de contribuir a 
la libertad del elector, que estará mejor asegurada en la medida en que la información y 
argumentación disponible sea mayor. Así las cosas, la intervención de tal tipo de agentes 
puede contribuir a esclarecer dudas sobre el impacto de la medida y a ponderar los 
beneficios de adoptar una u otra posición en el curso del debate. Adicionalmente, cabe 
advertir que la Constitución Política a partir de lo dispuesto en el Acto Legislativo 2 de 
2004, dio un viraje importante en materia de participación política de los funcionarios 
del Estado, a tal punto que en los casos y en las condiciones allí señaladas lo permitió.

Conforme a lo indicado, la permisión de participar en la campaña con las restricciones 
que se deriven de la Constitución, de otras disposiciones legislativas o reglamentarias y 
de las determinaciones que en esta materia pueda llegar a adoptar el Consejo Nacional 
Electoral, se funda en la necesaria protección de la libertad del elector, en la importancia 
de promover procesos amplios de deliberación y discusión alrededor de asuntos que 
interesan a toda la sociedad, en el significado de profundizar la democracia participativa 
y en la notable reorientación que se estableció en el acto legislativo antes mencionado y 
que admitió que algunos funcionarios del Estado apoyen causas políticas, según quedó 
previsto en el actual artículo 127 de la Constitución.

Es indispensable señalar, adicionalmente, que el artículo que se examina prevé, en 
su tercer inciso, una restricción para el Gobierno en materia de acceso a medios de 
comunicación para explicar su postura frente a la iniciativa de participación. Para la 
Corte, si bien podría cuestionarse el carácter absoluto de esta prohibición, es posible 
considerar que la misma se apoya en las competencias del legislador estatutario para 
regular la materia. De esta manera y atendiendo el texto los incisos segundo y tercero, 
el Gobierno podría inscribirse a efectos de realizar la campaña correspondiente no 
contando, sin embargo, con la posibilidad de acceder a los medios de comunicación 
referidos en el tercer inciso.

6.26.3. La autorización de la intervención de los gobiernos no puede comprender a 
los gobiernos de niveles territoriales diferentes. Esta interpretación se ajusta al derecho 
que tienen las entidades territoriales para administrar sus propios asuntos (artículo 287) 
y a lo dispuesto para el caso de los municipios en el artículo 316 del texto constitucional. 
En esa medida, no podría por ejemplo el Presidente de la República llevar a efecto una 
campaña a favor de un determinado mecanismo de participación que se despliega en los 
niveles departamental o territorial. (…)”. (Subrayas fuera de texto).

En mérito de lo expuesto, el Consejo Nacional Electoral,
RESUELVE:

Artículo 1°. Fíjanse las sumas máximas de dinero que se podrán destinar por parte de 
cada comité promotor en la recolección de apoyos a las propuestas sobre mecanismos de 
participación ciudadana durante el año 2021, en los siguientes valores: 

1. MECANISMOS DEL ORDEN LOCAL: 
Hasta la suma de cuarenta y siete millones doscientos setenta y ocho mil quinientos 

nueve pesos ($47.278.509) moneda corriente.
2. MECANISMOS DEL ORDEN MUNICIPAL O DISTRITAL:
2.1. En los municipios con censo electoral inferior a diez mil electores (10.000), hasta 

la suma de cuarenta y siete millones doscientos setenta y ocho mil quinientos 
nueve pesos ($47.278.509) moneda corriente.

2.2. En los municipios con censo electoral igual o superior a diez mil electores 
(10.000), sin que tenga la calidad de capital departamental, hasta la suma de 
noventa y cuatro millones quinientos cincuenta y siete mil diecinueve pesos 
($94.557.019) moneda corriente.

2.3. En las capitales de departamento hasta la suma de doscientos treinta y seis millo-
nes trescientos noventa y dos mil quinientos cuarenta y seis pesos ($236.392.546) 
moneda corriente.

2.4. En el Distrito Capital de Bogotá hasta la suma de cuatrocientos setenta y tres mi-
llones quinientos noventa y tres mil doscientos setenta y dos pesos ($473.593.272) 
moneda corriente.

3. MECANISMOS DEL ORDEN DEPARTAMENTAL: 
Hasta la suma de trescientos setenta y ocho millones doscientos veintiocho mil setenta 

y cuatro pesos ($378.228.074) moneda corriente.
4. MECANISMOS DEL ORDEN NACIONAL: 
Hasta la suma de mil cuatrocientos dieciocho millones setecientos cincuenta y nueve 

mil trescientos sesenta y seis pesos ($1.418.759.366) moneda corriente.
Parágrafo 1°. Las sumas máximas de dinero autorizadas a gastar, solo podrán ser 

utilizadas durante el plazo de recolección de apoyos a que se refiere el artículo 10 de la Ley 
1757 de 2015, es decir a partir de la entrega de los formularios por parte de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil de los formularios para ello a los promotores de cada uno de 
estos mecanismos.

Artículo 2°. Fíjanse las sumas máximas de dinero que se podrá destinar por parte del 
Gobierno y de cada uno de los partidos y movimientos políticos y de las organizaciones 
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sociales para el desarrollo de las campañas a favor, en contra o por la abstención de 
mecanismos de participación ciudadana durante el año 2021, en los siguientes valores: 

1. MECANISMOS DEL ORDEN LOCAL: 
Hasta la suma de ciento cincuenta y siete millones quinientos noventa y cinco mil 

treinta y un pesos ($157.595.031) moneda corriente.
2. MECANISMOS DEL ORDEN MUNICIPAL O DISTRITAL:
2.1. En los municipios con censo electoral inferior a diez mil electores (10.000), hasta 

la suma de ciento cincuenta y siete millones quinientos noventa y cinco mil treinta 
y un pesos ($157.595.031) moneda corriente.

2.2. En los municipios con censo electoral igual o superior a diez mil electores 
(10.000), sin que tenga la calidad de capital departamental, hasta la suma de tres-
cientos quince millones ciento noventa mil sesenta y un pesos ($315.190.061) 
moneda corriente.

2.3. En las capitales de Departamento hasta la suma de setecientos ochenta y siete mi-
llones novecientos setenta y cinco mil ciento cincuenta y tres pesos ($787.975.153) 
moneda corriente.

2.4. En el Distrito Capital de Bogotá hasta la suma de mil quinientos setenta y ocho 
millones seiscientos cuarenta y cuatro mil doscientos treinta y nueve pesos 
($1.578.644.239) moneda corriente.

3. MECANISMOS DEL ORDEN DEPARTAMENTAL: 
Hasta la suma de mil doscientos sesenta millones setecientos sesenta mil doscientos 

cuarenta y cinco pesos ($1.260.760.245) moneda corriente.
4. MECANISMOS DEL ORDEN NACIONAL: 
Hasta la suma de cuatro mil setecientos veintinueve millones ciento noventa y siete mil 

ochocientos ochenta y siete pesos ($4.729.197.887) moneda corriente.
Parágrafo 1°. Las sumas máximas de dinero autorizadas a gastar durante el desarrollo 

de las campañas a favor, en contra o por la abstención de mecanismos de participación 
ciudadana, lo serán desde la fecha en la que la autoridad competente determine, mediante 
decreto, la fecha en la cual se realizará la votación sobre un mecanismo de participación 
ciudadana hasta el día anterior a la realización de la misma.

Parágrafo 2°. La participación del gobierno en los mecanismos de participación 
ciudadana, deberá estarse a lo resuelto por la Corte Constitucional en Sentencia C-150 
de 2015, según el numeral 6.26.2. transcrito en la parte considerativa de este acto 
administrativo. 

Artículo 3°. Para la contabilización de las sumas máximas de dinero autorizadas a 
gastar a que se refiere esta Resolución se tendrán en cuentas tanto los aportes en dinero que 
se hagan a cada campaña, como el valor comercial de las distintas donaciones en especie 
que se les hagan.

Artículo 4°. De conformidad con lo previsto en el artículo 12 de la Ley 1757 de 2015, 
en estos procesos, ninguna contribución particular podrá superar el diez por ciento (10%) 
de las sumas máximas fijadas en cada caso en los artículos anteriores.

Artículo 5°. En los mecanismos de participación ciudadana se podrán desarrollar 
campañas a favor, en contra y por la abstención a cada mecanismo, cuando aplique.

Una vez inscrito un comité promotor de un mecanismo de participación ciudadana ante 
la Registraduría Nacional del Estado Civil, esta deberá, por conducto de la dependencia 
en que se efectuó tal inscripción, notificar tal hecho al Consejo Nacional Electoral una vez 
venzan los ocho (8) días a que se refiere el artículo sexto de la Ley 1757 de 2015.

Así mismo, al día siguiente de la expedición del decreto que convoque un mecanismo 
de participación ciudadana el Gobierno, los partidos y movimientos políticos con 
personería jurídica, los promotores de la iniciativa, las organizaciones sociales y los 
grupos de ciudadanos a favor, en contra y por la abstención, deberán notificar su intención 
al Consejo Nacional Electoral a efectos de que este pueda ejercer el control que al respecto 
le impone el artículo 35 de la Ley 1757 de 2015.

Artículo 6°. Los promotores de la iniciativa deberán presentar ante el Consejo Nacional 
Electoral, los estados contables de sus campañas dentro de los siguientes plazos:

Para el proceso de recolección de firmas, los promotores de la iniciativa a más tardar a 
los quince (15) días después de la entrega de los formularios o del vencimiento del plazo 
para la recolección de firmas o su prórroga, si la hubiere. 

Para las campañas a favor, en contra o por la abstención de mecanismos de participación 
ciudadana a más tardar a los dos (2) meses después de la votación correspondiente.

En los estados contables figurarán los aportes, en dinero o en especie, que cada persona 
natural o jurídica realice durante la campaña respectiva, los que deberán estar suscritos por 
un contador público. 

Artículo 7°. Comuníquese el presente acto administrativo por intermedio de la 
Subsecretaría de la Corporación al Registrador Nacional del Estado Civil, a los Registradores 
Distritales de Bogotá, D. C., a los Delegados Departamentales del Registrador Nacional 
del Estado Civil, a los Registradores Especiales y Municipales, al Fondo Nacional de 
Financiación Política, a los Partidos y Movimientos con personería jurídica.

Artículo 8°. Publíquese en el Diario Oficial, en la página web y redes sociales de la 
Corporación.

Artículo 9°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021.
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0146 DE 2021

(enero 20)
por la cual se reajustan y fijan los valores correspondientes a la reposición de gastos 
por voto válido obtenido por los candidatos a gobernaciones, alcaldías municipales y 
distritales, o listas para asambleas y concejos municipales y distritales en las elecciones 

atípicas que se realicen en el año 2021.
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, 

en especial de las conferidas por el artículo 265 de la Constitución Política, el artículo 109 
de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo número 01 de 2009 y el 
artículo 40 de la Ley 130 de 1994, en concordancia con lo dispuesto en el literal c) del 
artículo 13 ibídem, y el artículo 21 de la Ley 1475 de 2011 y,

CONSIDERANDO:
1.  Que el artículo 109 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-

vo número 01 de 2009, dispone:
“(…) El Estado concurrirá a la financiación política y electoral de los Partidos y 

Movimientos Políticos con personería jurídica, de conformidad con la ley.
Las campañas electorales que adelanten los candidatos avalados por partidos y 

movimientos con Personería Jurídica o por grupos significativos de ciudadanos, serán 
financiadas parcialmente con recursos estatales. (…)”.

2. Que el artículo 21 de la Ley 1475 de 2011 dispone:
“(…) Artículo 21. De la financiación estatal para las campañas electorales. Los 

partidos y movimientos políticos y grupos de ciudadanos que inscriban candidatos, 
tendrán derecho a financiación estatal de las correspondientes campañas electorales, 
mediante el sistema de reposición de gastos por votos válidos obtenidos, siempre que 
obtengan el siguiente porcentaje de votación:

En las elecciones para corporaciones públicas tendrán derecho a financiación 
estatal, cuando la lista obtenga el cincuenta (50%) o más del umbral determinado para la 
respectiva corporación. 

En las elecciones para gobernadores y alcaldes, cuando el candidato obtenga el cuatro 
por ciento (4%) o más del total de votos válidos depositados en la respectiva elección. 

La financiación estatal de las campañas electorales incluirá los gastos realizados por 
los partidos y movimientos políticos y/o los candidatos. 

Parágrafo. El valor de reposición por voto válido obtenido por cada candidato o lista 
será incrementado anualmente por el Consejo Nacional Electoral teniendo en cuenta los 
costos reales de las campañas en cada circunscripción. Para efectos del cumplimiento de 
esta disposición, el Consejo Nacional Electoral con el apoyo del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, deberá realizar periódicamente los estudios que correspondan (…)”. 

A su vez el parágrafo del artículo 24 de la citada Ley 1475 de 2011, dispone
“(…) Artículo 24. Límites al monto de gastos. Los límites de gastos de las campañas 

electorales a los distintos cargos y corporaciones de elección popular serán fijados por el 
Consejo Nacional Electoral en el mes de enero de cada año, teniendo en cuenta los costos 
reales de las campañas, el correspondiente censo electoral y la apropiación presupuestal 
para la financiación estatal de las mismas. 

(…).
Parágrafo Transitorio. Dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la presente 

ley, el Consejo Nacional Electoral y el Ministerio de Hacienda realizarán el estudio base 
para la actualización de los costos reales de las campañas (…)”. 

3. Que, en su momento, esta Corporación interactuó con el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público con miras a contar con el estudio base para la actualización de 
los costos de las campañas electorales, como consecuencia de lo cual, el 13 de 
julio de 2012, el citado Ministerio, con el apoyo del Departamento Administrati-
vo Nacional de Estadística (“DANE”), produjo el documento titulado “Estudio 
Base para la actualización de los costos reales de campañas electorales” y para 
el año 2014, el DANE construyó el índice de Costos de las Campañas Electorales 
(ICCE), con el objetivo de medir la variación anual de los costos de bienes y 
servicios que forman parte de la estructura de costos de las campañas electorales, 
por lo cual, el Director del DANE certificó los resultados del índice de Costos 
de Campañas Electorales (ICCE), y en documento del 31 de enero de 2014, pre-
sentó una “propuesta de costos de las campañas para Gobernación y Alcaldía” 
y “Asamblea y Concejo”, realizado a partir de la información contenida en el 
aplicativo cuentas claras y reportada por los candidatos, partidos o movimientos 
políticos y grupos significativos de ciudadanos, los resultados electorales oficiales 
de elecciones anteriores, el censo electoral y normatividad vigente y aplicable a la 
materia. 
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4. Que en relación con los costos reales de las campañas, se tendrán en cuenta los 
valores reflejados en el estudio, que conllevó, a que en el año 2014 se adoptaran 
estos valores, los que vienen siendo ajustados de acuerdo con las variaciones 
tanto del índice de costos de campañas electorales, en los años en que ha sido ex-
pedido, como del Índice de Precios al Consumidor (IPC), cuando no se expidiera 
el primero. 

5. Que para el año 2021, la Oficina Jurídica del Consejo Nacional Electoral, me-
diante Oficio CNE-AJ-2020-1023 del 30 de diciembre de 2020, solicitó al De-
partamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), que certificara estos 
índices, no obstante, a la fecha la entidad no ha dado respuesta, por lo cual se 
consultó la página web oficial del DANE1, y en efecto, mediante comunicado 
de prensa del 5 de enero de 20212, informó que la variación anual del IPC para 
el año 2020, corresponde al 1,61%, que será tenido como referencia para fijar el 
incremento a las sumas adoptadas en la Resolución número 0114 de 2020, como 
valores de reposición de gastos por voto válido, obtenido por los candidatos para 
gobernaciones, alcaldías municipales y distritales y de las listas para asambleas y 
concejos municipales y distritales; por lo tanto, la fórmula para reajustar el valor 
del voto surge de la multiplicación de los valores establecidos en precitado acto 
administrativo por el incremento del IPC; y a ese resultado, se suma al valor esta-
blecido en el mismo, así:

Para Gobernación y Asamblea:

MONTO 2020 INCREMENTO (1.61%) MONTO 2021

$3.781 $61 $3.842

Para Alcaldía y Concejo:

MONTO 2020 INCREMENTO (1.61%) MONTO 2021

$2.278 $37 $2.315

En mérito de lo expuesto el Consejo Nacional Electoral,
RESUELVE:

Artículo 1°. Fíjase el valor de reposición por voto válido obtenido por los candidatos 
al cargo de gobernador y de las listas que se inscriban para asambleas en el año 2021, 
por concepto de financiación estatal de campañas electorales, en la suma de  tres mil 
ochocientos cuarenta y dos pesos ($3.842) moneda corriente.

Artículo 2°. Fíjase el valor de reposición por voto válido obtenido por los candidatos 
al cargo de alcalde y de las listas que se inscriban para concejos municipales y distritales 
en el año 2021, por concepto de financiación estatal de campañas electorales, en la suma 
de dos mil trescientos quince pesos ($2.315) moneda corriente.

Artículo 3°. Los mismos valores fijados en la presente resolución, se aplicarán para 
los comités de promotores del voto en blanco, dependiendo del tipo de elecciones de que 
se trate. 

Artículo 4°. Comuníquese el presente acto administrativo al Gobierno nacional, 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, para efectos presupuestales y al Registrador 
Nacional del Estado Civil, para lo de su cargo, por conducto de la Subsecretaría de la 
Corporación.

Artículo 5°. Comuníquese el presente acto administrativo por intermedio de la 
Subsecretaría de la Corporación, al Fondo Nacional de Financiación Política y a los 
Partidos y Movimientos con personería jurídica.

Artículo 6°. Publíquese en el Diario Oficial, en la página web y redes sociales de la 
Corporación.

Artículo 7°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021.
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0147 DE 2021
(enero 20)

por la cual se fija el valor de reposición por cada voto válido depositado para las consultas 
de los partidos, movimientos políticos y/o grupos significativos de ciudadanos, que opten 
por este mecanismo para la toma de sus decisiones o escogencia de sus candidatos en el 

año 2021.
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial de las conferidas por el artículo 107 y 109 de la Constitución 
Política, modificados por el artículo 1° y 3° del Acto Legislativo número 01 de 2009, en 
concordancia con lo dispuesto en los artículos 13 y 39 de la Ley 130 de 1994 y, 
1 https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-

consumidor-ipc/ipc-informacion-tecnica
2 https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/ipc/cp_ipc_dic20.pdf
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CONSIDERANDO:
1. Que el artículo 107 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislati-

vo número 01 de 2009, dispone:
“(…) Los Partidos y Movimientos Políticos se organizarán democráticamente y 

tendrán como principios rectores la transparencia, objetividad, moralidad, la equidad de 
género, y el deber de presentar y divulgar sus programas políticos.

Para la toma de sus decisiones o la escogencia de sus candidatos propios o por 
coalición, podrán celebrar consultas populares o internas o interpartidistas que coincidan 
o no con las elecciones a Corporaciones Públicas, de acuerdo con lo previsto en sus 
Estatutos y en la ley. (…)”

2. Que el parágrafo del artículo 109 Superior, modificado por el Acto Legislativo 
número 01 de 2009, art. 3°, establece:

“(…) Las consultas de los partidos y movimientos que opten por este mecanismo 
recibirán financiación mediante el sistema de reposición por votos depositados, 
manteniendo para ello el valor en pesos constantes vigente en el momento de aprobación 
de este Acto Legislativo. (…)”. 

3. Que para el año 2021, la Oficina Jurídica del Consejo Nacional Electoral, me-
diante Oficio CNE-AJ-2020-1023 del 30 de diciembre de 2020, solicitó al De-
partamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), que certificara estos 
índices, no obstante, a la fecha la entidad no ha dado respuesta, por lo cual se 
consultó la página web oficial del DANE1, y en efecto, mediante comunicado de 
prensa del 5 de enero de 20212, informó que la variación anual del IPC para el 
año 2020, corresponde al 1,61%; por lo tanto, la fórmula para reajustar el valor 
de reposición por cada voto válido depositado para las consultas de los partidos, 
movimientos políticos y/o grupos significativos de ciudadanos que opten por este 
mecanismo, para la toma de sus decisiones o escogencia de sus candidatos en el 
año 2021, surge de la multiplicación de los valores establecidos en la Resolución 
número 0115 de 2020 por el incremento del IPC; y a este resultado, se suma al 
valor establecido en dicho acto administrativo, así:

Para nivel nacional, departamental o distrital:

MONTO 2020 INCREMENTO (1.61%) MONTO 2021

$1.832 $29 $1.861

Para nivel local o municipal:

MONTO 2020 INCREMENTO (1.61%) MONTO 2021

$1.042 $17 $1.059

En mérito de lo expuesto el Consejo Nacional Electoral,
RESUELVE:

Artículo 1°. Fíjase la suma de mil ochocientos sesenta y un pesos ($1.861) moneda 
corriente como valor de reposición por cada voto válido depositado para las consultas de 
los partidos, movimientos políticos y/o grupos significativos de ciudadanos, que opten 
por este mecanismo para la toma de sus decisiones o escogencia de sus candidatos a nivel 
nacional, departamental o distrital. 

Artículo 2°. Fíjase la suma de mil cincuenta y nueve pesos ($1.059) moneda corriente 
como valor de reposición por cada voto válido depositado para las consultas de los 
partidos, movimientos políticos y/o grupos significativos de ciudadanos que opten por este 
mecanismo para la toma de sus decisiones o escogencia de sus candidatos a nivel local o 
municipal.

Artículo 3°. Los mismos valores fijados en la presente resolución, se aplicarán para 
los comités de promotores del voto en blanco, dependiendo del tipo de elecciones de que 
se trate.

Artículo 4°. Comuníquese al Gobierno nacional, Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, para efectos presupuestales y al Registrador Nacional del Estado Civil, para lo de 
su cargo, por conducto de la Subsecretaría de la Corporación.

Artículo 5°. Comuníquese el presente acto administrativo por intermedio de la 
Subsecretaría de la Corporación, al Fondo Nacional de Financiación Política y a los 
Partidos y Movimientos con personería jurídica.

Artículo 6°. Publíquese en el Diario Oficial, en la página web y redes sociales de la 
Corporación.

Artículo 7°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021.
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).

1 https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-tema/precios-y-costos/indice-de-precios-al-
consumidor-ipc/ipc-informacion-tecnica

2 https://www.dane.gov.co/files/investigaciones/boletines/ipc/cp_ipc_dic20.pdf

RESOLUCIÓN NÚMERO 0148 DE 2021

(enero 20)
por la cual se señala el número máximo de cuñas en televisión de que pueden hacer uso las 
campañas electorales en las elecciones atípicas para Gobernadores, Diputados, Alcaldes, 

Concejales y Juntas Administradoras Locales, que se lleven a cabo en el año 2021.
El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y 

legales, en especial las conferidas en el artículo 265 numeral 6 de la Constitución Política, 
modificado por el Acto Legislativo 01 de 2009 y en el parágrafo del artículo 37 de la Ley 
1475 de 2011 y 

CONSIDERANDO:
1. Que los partidos y movimientos políticos, movimientos sociales y grupos signi-

ficativos de ciudadanos y candidatos a cargos de elección popular podrán hacer 
divulgación política y propaganda electoral a través de los medios de comunica-
ción.

2. Que de acuerdo con el artículo 35 de la Ley 1475 de 2011, la propaganda debe 
entenderse como, 

“(…) toda forma de publicidad realizada con el fin de obtener el voto de los ciudadanos 
a favor de partidos o movimientos políticos, listas o candidatos a cargos o corporaciones 
públicas de elección popular, del voto en blanco, o de una opción en los mecanismos de 
participación ciudadana. (…)”

3. Que, de conformidad a la misma norma, la propaganda electoral, 
“(…) a través de los medios de comunicación social y del espacio público, únicamente 

podrá realizarse dentro de los sesenta (60) días anteriores a la fecha de la respectiva 
votación, y la que se realice empleando el espacio público podrá realizarse dentro de los 
tres (3) meses anteriores a la fecha de la respectiva votación. (…)”.

4. Que corresponde al Consejo Nacional Electoral, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 37 de la Ley 1475 de 2011 señalar, 

“(…) el número y duración de emisiones en radio y televisión, el número y tamaño 
de avisos en publicaciones escritas y de vallas, que pueden tener en cada campaña 
los partidos, movimientos y grupos significativos de ciudadanos que hayan inscrito 
candidatos. (…)”.

5. Que para efectos de señalar el número de cuñas en televisión, el Consejo Nacional 
Electoral tendrá en cuenta la clasificación de los municipios de Colombia estable-
cida en el artículo 6° de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 153 del 
Decreto <Ley> 2106 de 2019, así: 

“(…) Artículo 153. Categorización de los distritos y municipios. El artículo 6° de la 
Ley 136 de 1994 quedará así:

“Artículo 6°. Categorización de los distritos y municipios. Los distritos y municipios 
se clasificarán atendiendo su población, ingresos corrientes de libre destinación 
y situación Geográfica. Para efectos de lo previsto en la ley y las demás normas que 
expresamente lo dispongan, las categorías serán las siguientes:

I. PRIMER GRUPO (GRANDES MUNICIPIOS)
1. CATEGORÍA ESPECIAL
Población: Superior o igual a los quinientos mil uno (500.001) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a cuatrocientos mil 

(400.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
2. PRIMERA CATEGORÍA
Población: Con población comprendida entre cien mil uno (100.001) y quinientos mil 

(500.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a cien mil (100.000) y 

hasta de cuatrocientos mil (400.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
II. SEGUNDO GRUPO (MUNICIPIOS INTERMEDIOS)
3. SEGUNDA CATEGORÍA
Población: Con población comprendida entre cincuenta mil uno (50.001) y cien mil 

(100.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a cincuenta mil (50.000) 

y hasta de cien mil (100.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
4. TERCERA CATEGORÍA
Población: Con población comprendida entre treinta mil uno (30.001) y cincuenta mil 

(50.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a treinta mil (30.000) y 

hasta de cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
5. CUARTA CATEGORÍA
Población: Con población comprendida entre veinte mil uno (20.001) y treinta mil 

(30.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a veinticinco mil (25.000) 

y de hasta de treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
III. TERCER GRUPO (MUNICIPIOS BÁSICOS)
6. QUINTA CATEGORÍA
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Población: Con población comprendida entre diez mil uno (10.001) y veinte mil 
(20.000) habitantes.

Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a quince mil (15.000) y 
hasta veinticinco mil (25.000) salarios mínimos legales mensuales.

7. SEXTA CATEGORÍA
Población: Población igual o inferior a diez mil (10.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: No superiores a quince mil (15.000) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Parágrafo 1°. Los municipios que, de acuerdo con su población, deban clasificarse 

en una determinada categoría, pero superen el monto de ingresos corrientes de libre 
destinación anuales señalados en el presente artículo para la misma, se clasificarán en la 
categoría inmediatamente superior.

Los municipios cuya población corresponda a una categoría determinada, pero cuyos 
ingresos corrientes de libre destinación anuales no alcancen el monto señalado en el 
presente artículo para la misma, se clasificarán en la categoría correspondiente a sus 
ingresos corrientes de libre destinación anuales.

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la categoría que corresponda según los criterios 
señalados en el presente artículo, cuando un distrito o municipio destine a gastos de 
funcionamiento porcentajes superiores a los límites que establece la ley, se reclasificará en 
la categoría inmediatamente inferior.

Ningún municipio podrá aumentar o descender más de dos categorías entre un año y 
el siguiente.

Parágrafo 3°. Los alcaldes determinarán anualmente, mediante decreto expedido antes 
del treinta y uno (31) de octubre, la categoría en la que se encuentra clasificado para el año 
siguiente el respectivo distrito o municipio.

Para determinar la categoría, el decreto tendrá como base las certificaciones que 
expida el Contralor General de la República sobre los ingresos corrientes de libre 
destinación recaudados efectivamente en la vigencia anterior y sobre la relación porcentual 
entre los gastos de funcionamiento y los ingresos corrientes de libre destinación de la 
vigencia inmediatamente anterior, así como la certificación que expida el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (Dane) sobre la población para el año anterior.

El Departamento Administrativo Nacional de Estadística (Dane) y el Contralor 
General de la República remitirán al alcalde la certificación de que trata el presente 
artículo, a más tardar, el treinta y uno (31) de julio de cada año.

SI el respectivo alcalde no expide el decreto en el término señalado en el presente 
parágrafo, dicha categorización será fijada por el Contador General de la Nación en el 
mes de noviembre.

El salario mínimo legal mensual que servirá de base para la conversión de los 
ingresos, será el que corresponda al mismo año de la vigencia de los Ingresos corrientes 
de libre destinación determinados en el presente artículo.

Parágrafo 4°. Los municipios de frontera con población superior a setenta mil 
(70.000) habitantes, por su condición estratégica, se clasificarán como mínimo en la cuarta 
categoría. En ningún caso los gastos de funcionamiento de dichos municipios podrán 
superar el ochenta por ciento de sus ingresos corrientes de libre destinación.

Parágrafo 5°. Los municipios pertenecientes a cada uno de los grupos establecidos en 
el presente artículo tendrán distinto régimen en su organización, gobierno y administración.

Parágrafo 6°. El ejercicio de las atribuciones y funciones voluntarias se hará dentro 
del marco y los límites fijados por la ley, según sus capacidades fiscal y administrativa y 
en el marco de la celebración de contratos plan.”

6. Que, en virtud de la precitada normativa, la Unidad Administrativa Especial Con-
taduría General de la Nación, expidió la Resolución número 190 del 27 de no-
viembre de 2020, “Por la cual se expide la certificación de categorización de las 
entidades territoriales: departamentos, distritos y municipios, conforme a lo dis-
puesto en las Leyes 136 de 1994, 617 de 2000 y el Decreto 2106 de 2019”, en la 
cual se encuentra determinada la categorización de los municipios antes referida.

En mérito de lo expuesto el Consejo Nacional Electoral,
RESUELVE:

Artículo 1°. Señálase el número máximo de cuñas en televisión que puede emitir cada 
campaña en las elecciones para alcaldes, concejales y juntas administradoras locales que 
se lleven a cabo durante el año 2021, así:

a. Cada candidato a alcalde municipal o distrital o cada lista de candidatos a corpo-
raciones públicas del nivel municipal, distrital o local correspondientes a los mu-
nicipios o distritos de sexta, quita y cuarta categoría, pueden contratar y difundir 
hasta una (1) cuña televisiva diaria de hasta quince (15) segundos. 

b. Cada candidato a alcalde municipal o distrital o cada lista de candidatos a cor-
poraciones públicas del nivel municipal, distrital o local correspondientes a los 
municipios o distritos de tercera y segunda categoría, puede contratar y difundir 
hasta dos (2) cuñas televisivas diarias, cada una de hasta veinte (20) segundos. 

c. Cada candidato a alcalde municipal o distrital o cada lista de candidatos a cor-
poraciones públicas del nivel municipal, distrital o local correspondientes a los 
municipios o distritos de primera categoría, puede contratar y difundir hasta cinco 
(5) cuñas televisivas diarias, cada una de hasta veinticinco (25) segundos.

d. Cada candidato a alcalde municipal o distrital o cada lista de candidatos a cor-
poraciones públicas del nivel municipal, distrital o local correspondientes a los 
municipios o distritos de categoría especial, puede contratar y difundir hasta seis 
(6) cuñas televisivas diarias, cada una de hasta treinta (30) segundos.

e. Cada candidato a alcalde municipal o distrital o cada lista de candidatos a corpo-
raciones públicas del nivel distrital o local correspondientes al Distrito Capital, 
puede contratar y difundir hasta siete (7) cuñas televisivas diarias, cada una de 
hasta treinta (30) segundos.

Parágrafo. Las cuñas televisivas diarias previstas en este artículo, podrán ser contratadas 
en uno o varios canales, sin exceder el total del número determinado. En ningún caso, las 
no emitidas se acumularán para otro día. 

Artículo 2°. Señálase el número máximo de cuñas en televisión que puede emitir cada 
campaña en las elecciones para gobernaciones y diputados que se lleven a cabo durante el 
año 2021, así:

a. Cada candidato a gobernador o cada lista de candidatos a asambleas departa-
mentales correspondientes a departamentos de cuarta categoría, puede contratar 
y difundir hasta cinco (5) cuñas televisivas diarias, cada una de hasta veinte (20) 
segundos. 

b. Cada candidato a gobernador o cada lista de candidatos a asambleas departa-
mentales correspondientes a departamentos de segunda y tercera categoría, puede 
contratar y difundir hasta siete (7) cuñas televisivas diarias, cada una de hasta 
veinte (20) segundos. 

c. Cada candidato a gobernador o cada lista de candidatos a asambleas departamen-
tales correspondientes a departamentos de primera categoría, puede contratar y 
difundir hasta nueve (9) cuñas televisivas diarias, cada una de hasta treinta (30) 
segundos. 

d. Cada candidato a gobernador o cada lista de candidatos a asambleas departamen-
tales correspondientes a departamentos de categoría especial, puede contratar y 
difundir hasta diez (10) cuñas televisivas diarias, cada una de hasta treinta (30) 
segundos. 

Parágrafo. Las cuñas televisivas diarias previstas en este artículo, podrán ser contratadas 
en uno o varios canales, sin exceder el total del número determinado. En ningún caso, las 
no emitidas se acumularán para otro día. 

Artículo 3°. La propaganda electoral en televisión solo podrá efectuarse por los 
partidos y movimientos políticos y grupos significativos de ciudadanos, así como por los 
candidatos y sus gerentes de campaña, propaganda que en ningún caso podrá ser contratada 
por personas distintas a las enunciadas.

Las personas que apoyen candidatos y pretensan hacer en su favor propaganda electoral, 
deberán coordinar con las campañas a efectos de respetar los límites a las cantidades 
consignadas en esta resolución, así como las disposiciones que al respecto establezcan las 
diferentes administraciones municipales y para incluir el valor de la misma como donación 
en los ingresos y gastos de las campañas.

Artículo 4°. Los mismos límites fijados en la presente resolución, se aplicarán para los 
comités de promotores del voto en blanco, dependiendo del tipo de elecciones de que se 
trate.

Artículo 5°. Comuníquese la presente resolución al Ministerio del Interior, al Ministerio 
de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, a la Autoridad Nacional de 
Televisión, al Registrador Nacional del Estado Civil, a los Delegados Departamentales del 
Registrador Nacional del Estado Civil, Registradores Municipales y Distritales del Estado 
Civil, a los partidos y movimientos políticos con personería jurídica y a los movimientos 
sociales y grupos significativos de ciudadanos. 

Artículo 6°. Publíquese en el Diario Oficial, en la página web y redes sociales de la 
Corporación.

Artículo 7°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021.
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).

RESOLUCIÓN NÚMERO 0149 DE 2021

(enero 20)
por la cual señala el número máximo de cuñas radiales, de avisos en publicaciones escritas 
y de vallas publicitarias de que pueden hacer uso los partidos y movimientos políticos, 
los movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos, en las elecciones atípicas 
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que se lleven a cabo en el año 2021 y se adoptan medidas para garantizar la inspección, 
vigilancia y control a la propaganda electoral de las campañas políticas. 

El Consejo Nacional Electoral, en ejercicio de sus atribuciones constitucionales y 
legales, en especial las conferidas en el artículo 265 numeral 6 de la Constitución Política, 
modificado por el Acto Legislativo 01 de 2009 y en el artículo 37 de la Ley 1475 de 2011, y 

CONSIDERANDO:
1. Que los partidos y movimientos políticos, movimientos sociales, grupos significati-

vos de ciudadanos y candidatos a cargos de elección popular podrán hacer divulga-
ción política y propaganda electoral a través de los medios de comunicación. 

2. Que de acuerdo con el artículo 35 de la Ley 1475 de 2011, la propaganda electoral 
debe entenderse como:

“(…) toda forma de publicidad realizada con el fin de obtener el voto de los ciudadanos 
a favor de partidos o movimientos políticos, listas o candidatos a cargos o corporaciones 
públicas de elección popular, del voto en blanco, o de una opción en los mecanismos de 
participación ciudadana. (…)”.

3. Que, de conformidad con la misma norma, la propaganda electoral:
“(…) La propaganda a través de los medios de comunicación social y del espacio 

público, únicamente podrá realizarse dentro de los sesenta (60) días anteriores a la fecha 
de la respectiva votación, y la que se realice empleando el espacio público podrá realizarse 
dentro de los tres (3) meses anteriores a la fecha de la respectiva votación. (…)”.

4. Que corresponde al Consejo Nacional Electoral, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 37 de la Ley 1475 de 2011 señalar:

“(…) el número y duración de emisiones en radio y televisión, el número y tamaño 
de avisos en publicaciones escritas y de vallas, que pueden tener en cada campaña 
los partidos, movimientos y grupos significativos de ciudadanos que hayan inscrito 
candidatos. (…)”.

5. Que el inciso primero y segundo del artículo 29 de la Ley 130 de 1994 señalan lo 
siguiente:

“(…) Corresponde a los Alcaldes y los Registradores Municipales regular la forma, 
característica, lugares y condiciones para la fijación de carteles, pasacalles, afiches y 
vallas destinadas a difundir propaganda electoral, a fin de garantizar el acceso equitativo 
de los partidos y movimientos, agrupaciones y candidatos a la utilización de estos medios, 
en armonía con el derecho de la comunidad a disfrutar del uso del espacio público y a 
la preservación de la estética. También podrán, con los mismos fines, limitar el número 
de vallas, afiches y elementos publicitarios destinados a difundir propaganda electoral.

Los Alcaldes señalarán los sitios públicos autorizados para fijar esta clase de 
propaganda, previa consulta con un comité integrado por representantes de los diferentes 
partidos, movimientos o grupos políticos que participen en la elección a fin de asegurar 
una equitativa distribución. (…)”.

6. Que la Ley 140 de 1994, por la cual se reglamenta la publicidad exterior visual en 
el territorio nacional, regula los demás aspectos concernientes a la materia. 

7. Que, para efectos de señalar el número de cuñas radiales, de avisos en publica-
ciones escritas y de vallas publicitarias, el Consejo Nacional Electoral tendrá en 
cuenta la clasificación de los municipios de Colombia establecida en el artículo 
6° de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 153 del Decreto <Ley> 2106 
de 2019, así:

“(…) Artículo 153. Categorización de los distritos y municipios. El artículo 6º de la 
Ley 136 de 1994 quedará así:

“Artículo 6°. Categorización de los distritos y municipios. Los distritos y municipios 
se clasificarán atendiendo su población, ingresos corrientes de libre destinación 
y situación Geográfica. Para efectos de lo previsto en la ley y las demás normas que 
expresamente lo dispongan, las categorías serán las siguientes:

I. PRIMER GRUPO (GRANDES MUNICIPIOS)
1. CATEGORÍA ESPECIAL
Población: Superior o igual a los quinientos mil uno (500.001) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a cuatrocientos mil 

(400.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
2. PRIMERA CATEGORÍA
Población: Con población comprendida entre cien mil uno (100.001) y quinientos mil 

(500.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a cien mil (100.000) y 

hasta de cuatrocientos mil (400.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
II. SEGUNDO GRUPO (MUNICIPIOS INTERMEDIOS)
3. SEGUNDA CATEGORÍA
Población: Con población comprendida entre cincuenta mil uno (50.001) y cien mil 

(100.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a cincuenta mil (50.000) 

y hasta de cien mil (100.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

4. TERCERA CATEGORÍA
Población: Con población comprendida entre treinta mil uno (30.001) y cincuenta mil 

(50.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a treinta mil (30.000) y 

hasta de cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
5. CUARTA CATEGORÍA
Población: Con población comprendida entre veinte mil uno (20.001) y treinta mil 

(30.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a veinticinco mil (25.000) 

y de hasta de treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.
III. TERCER GRUPO (MUNICIPIOS BÁSICOS)
6. QUINTA CATEGORÍA
Población: Con población comprendida entre diez mil uno (10.001) y veinte mil 

(20.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: Superiores a quince mil (15.000) y 

hasta veinticinco mil (25.000) salarios mínimos legales mensuales.
7. SEXTA CATEGORÍA
Población: Población igual o inferior a diez mil (10.000) habitantes.
Ingresos corrientes de libre destinación anuales: No superiores a quince mil (15.000) 

salarios mínimos legales mensuales vigentes.
Parágrafo 1°. Los municipios que, de acuerdo con su población, deban clasificarse 

en una determinada categoría, pero superen el monto de ingresos corrientes de libre 
destinación anuales señalados en el presente artículo para la misma, se clasificarán en la 
categoría inmediatamente superior.

Los municipios cuya población corresponda a una categoría determinada, pero cuyos 
ingresos corrientes de libre destinación anuales no alcancen el monto señalado en el 
presente artículo para la misma, se clasificarán en la categoría correspondiente a sus 
ingresos corrientes de libre destinación anuales.

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la categoría que corresponda según los criterios 
señalados en el presente artículo, cuando un distrito o municipio destine a gastos de 
funcionamiento porcentajes superiores a los límites que establece la ley, se reclasificará 
en la categoría inmediatamente inferior.

Ningún municipio podrá aumentar o descender más de dos categorías entre un año y 
el siguiente.

Parágrafo 3°. Los alcaldes determinarán anualmente, mediante decreto expedido 
antes del treinta y uno (31) de octubre, la categoría en la que se encuentra clasificado 
para el año siguiente el respectivo distrito o municipio.

Para determinar la categoría, el decreto tendrá como base las certificaciones que 
expida el Contralor General de la República sobre los ingresos corrientes de libre 
destinación recaudados efectivamente en la vigencia anterior y sobre la relación porcentual 
entre los gastos de funcionamiento y los ingresos corrientes de libre destinación de la 
vigencia inmediatamente anterior, así como la certificación que expida el Departamento 
Administrativo Nacional de Estadística (Dane) sobre la población para el año anterior.

El Departamento Administrativo Nacional de Estadística (Dane) y el Contralor 
General de la República remitirán al alcalde la certificación de que trata el presente 
artículo, a más tardar, el treinta y uno (31) de julio de cada año.

SI el respectivo alcalde no expide el decreto en el término señalado en el presente 
parágrafo, dicha categorización será fijada por el Contador General de la Nación en el 
mes de noviembre.

El salario mínimo legal mensual que servirá de base para la conversión de los 
ingresos, será el que corresponda al mismo año de la vigencia de los Ingresos corrientes 
de libre destinación determinados en el presente artículo.

Parágrafo 4°. Los municipios de frontera con población superior a setenta mil 
(70.000) habitantes, por su condición estratégica, se clasificarán como mínimo en la 
cuarta categoría. En ningún caso los gastos de funcionamiento de dichos municipios 
podrán superar el ochenta por ciento de sus ingresos corrientes de libre destinación.

Parágrafo 5°. Los municipios pertenecientes a cada uno de los grupos establecidos en el 
presente artículo tendrán distinto régimen en su organización, gobierno y administración.

Parágrafo 6°. El ejercicio de las atribuciones y funciones voluntarias se hará dentro 
del marco y los límites fijados por la ley, según sus capacidades fiscal y administrativa y 
en el marco de la celebración de contratos plan.”

8. Que, en virtud de la precitada normativa, la Unidad Administrativa Especial Con-
taduría General de la Nación, expidió la Resolución número 190 del 27 de no-
viembre de 2020, “Por la cual se expide la certificación de categorización de las 
entidades territoriales: departamentos, distritos y municipios, conforme a lo dis-
puesto en las Leyes 136 de 1994, 617 de 2000 y el Decreto 2106 de 2019”, en la 
cual se encuentra determinada la categorización de los municipios antes referida.

9. Que el artículo 107 Constitucional dispone:
“(…) En el caso de las consultas populares se aplicarán las normas sobre financiación 

y publicidad de campañas y acceso a los medios de comunicación del Estado, que rigen 
para las elecciones ordinarias. (…)”.
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Esta norma nada dice en relación con las consultas internas o de las interpartidistas, 
por lo que se hace necesario regular lo concerniente a la propaganda electoral en tales 
eventos democráticos, para lo que se tendrá en cuenta la atribución que la Constitución, en 
su artículo 265, le asigna al Consejo Nacional Electoral, el que dispone que este 

“(…) regulará (…) toda la actividad electoral de los partidos y movimientos políticos, 
de los grupos significativos de ciudadanos, de sus representantes legales, directivos y 
candidatos, garantizando el cumplimiento de los principios y deberes que a ellos 
corresponden (…)”. 

En mérito de lo expuesto el Consejo Nacional Electoral,
RESUELVE:

Artículo 1°. Señálese el número máximo de cuñas radiales diarias que pueden emitir 
los partidos y movimientos políticos, los movimientos sociales y grupos significativos de 
ciudadanos, en las elecciones atípicas para Gobernación, Asamblea, Alcaldías, Concejos y 
Juntas Administradoras Locales, que se lleven a cabo durante el año 2021, así:

a. En los municipios de sexta, quinta, cuarta categoría, hasta treinta (30) cuñas ra-
diales diarias, cada una de hasta quince (15) segundos.

b. En los municipios de tercera y segunda categoría, hasta cuarenta (40) cuñas radia-
les diarias, cada una de hasta veinte (20) segundos.

c. En los municipios de primera categoría, hasta cincuenta (50) cuñas radiales dia-
rias, cada una de hasta veinticinco (25) segundos.

d. En los municipios de categoría especial, hasta sesenta (60) cuñas radiales diarias, 
cada una de hasta treinta (30) segundos.

e. En el Distrito Capital, hasta setenta (70) cuñas radiales diarias, cada una de hasta 
treinta (30) segundos.

Parágrafo. Las cuñas radiales diarias previstas en este artículo, podrán ser contratadas 
en una o varias emisoras de cada municipio o distrito, sin exceder el total del número 
determinado. En ningún caso, las no emitidas se acumularán para otro día.

Artículo 2°. Señálese el número máximo de avisos en medios de comunicación 
impresos que puede publicar cada campaña, los partidos y movimientos políticos, los 
movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos, en las elecciones para 
Gobernación, Asamblea, Alcaldías, Concejos y Juntas Administradoras Locales, que se 
lleven a cabo durante el año 2021, así:

a. En los municipios de sexta, quinta, cuarta categoría, tendrán derecho a cuatro (4) 
avisos hasta del tamaño de una página por cada edición.

b. En los municipios de tercera y segunda categoría, tendrán derecho a seis (6) avi-
sos hasta del tamaño de una página por cada edición.

c. En los municipios de primera categoría, tendrán derecho a ocho (8) avisos hasta 
del tamaño de una página por cada edición.

d. En los municipios de categoría especial, tendrán derecho a diez (10) avisos hasta 
del tamaño de una página por cada edición.

e. En el Distrito Capital, tendrán derecho a doce (12) avisos hasta del tamaño de una 
página por cada edición.

Artículo 3°. Señálese, el número máximo de vallas publicitarias que puedan instalar 
cada campaña de los partidos y movimientos políticos, los movimientos sociales y grupos 
significativos de ciudadanos, en las elecciones para Gobernación, Asamblea, Alcaldías, 
Concejos y Juntas Administradoras Locales, que se lleven a cabo durante el año 2021, así:

a. En los municipios de sexta, quinta, cuarta categoría, tendrán derecho a hasta ocho 
(8) vallas.

b. En los municipios de tercera y segunda categoría, inclusive, tendrán derecho a 
hasta doce (12) vallas. 

c. En los municipios de primera categoría, tendrán derecho a hasta catorce (14) va-
llas.

d. En los municipios de categoría especial, tendrán derecho a hasta veinte (20) va-
llas.

e. En el Distrito Capital, tendrán derecho a hasta treinta (30) vallas.
Parágrafo. Las vallas a que se refiere el presente artículo tendrán un área de hasta 

cuarenta y ocho metros cuadrados (48 m2). 
Artículo 4°. Los partidos y movimientos políticos, los movimientos sociales y grupos 

significativos de ciudadanos, distribuirán entre sus candidatos inscritos en las listas para 
cada una de las gobernaciones, alcaldías, asambleas, concejos y juntas administradoras 
locales, las cuñas radiales, avisos en publicaciones escritas y vallas publicitarias a que 
tienen derecho conforme a la presente resolución, y, así mismo, adoptarán las decisiones 
que consideren necesarias para la mejor utilización de las cuñas, avisos y vallas, por sus 
candidatos a cargos uninominales y corporaciones públicas.

Los candidatos no podrán hacer uso de este tipo de propaganda electoral sin la previa 
autorización o distribución, que de ella hagan los partidos y movimientos políticos, los 
movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos.

Lo anterior, sin perjuicio del registro contable que debe realizar cada campaña electoral 
de los gastos en que incurra por estos conceptos. 

Artículo 5°. Las disposiciones de la presente resolución, regirá también para 
la propaganda electoral de los participantes en las consultas populares, internas e 
interpartidistas, para la toma de decisiones de los partidos y movimientos políticos, 

los movimientos sociales y los grupos significativos de ciudadanos, así como para la 
escogencia de sus candidatos a la Gobernación, Asambleas, Alcaldías, Concejos y Juntas 
Administradoras Locales.

Artículo 6°. La propaganda electoral en medios de comunicación social como radio, 
prensa, revistas y demás medios impresos de amplia circulación e internet solo podrá 
efectuarse por los partidos y movimientos políticos, grupos significativos de ciudadanos, 
así como por los candidatos y sus campañas, propaganda que en ningún caso podrá ser 
contratada por personas distintas a las enunciadas.

Las personas que apoyen candidatos y pretendan hacer en su favor propaganda 
electoral, deberán coordinar con las campañas a efectos de respetar los límites a las 
cantidades consignadas en esta resolución, así como las disposiciones que al respecto 
establezcan las diferentes administraciones municipales y para incluir el valor de la misma 
como donación en los ingresos y gastos de las campañas.

Artículo 7°. Los mismos límites fijados en la presente resolución, se aplicarán para los 
comités promotores del voto en blanco, dependiendo del tipo de elecciones de que se trate.

Artículo 8°. Los medios de comunicación social, periódicos, revistas, emisoras de radio 
o canales de televisión y empresas de publicidad o comercializadoras de vallas, deberán 
informar al Consejo Nacional Electoral acerca de la propaganda electoral contratada 
con ellos por los partidos y movimientos políticos, grupos significativos de ciudadanos, 
campañas electorales, candidatos y gerentes de campaña, la que contendrá la siguiente 
información:

Identificación del medio de comunicación social con su nombre y NIT.
- Número de piezas publicitarias contratadas.
- Partido, movimiento o GCS.
- Candidato.
- Tipo de propaganda.
- Corporación a la que aspira el candidato.
- Costo de divulgación.
- Fecha y horario de publicación.
- Ubicación de valla (Municipio y dirección).
- Indicar si se efectuó descuento respecto del valor comercial.
Parágrafo 1°. Los medios de comunicación certificarán el valor comercial de la emisión 

de cada comercial, aviso o fijación de vallas publicitarias, indicando el valor por fracción 
de tiempo o franja de emisión, y si existen descuentos por volumen, frecuencia de emisión 
o tarifas diferenciales de acuerdo a la ubicación de cada valla publicitaria.

Parágrafo 2°. Para lo anterior, los medios de comunicación social, periódicos, revistas, 
emisoras de radio o canales de televisión y empresas de publicidad o comercializadoras 
de vallas se deberán inscribir ante el Consejo Nacional Electoral en el portal www.
cncecuentasclaras.com

Parágrafo 3°. Los medios de comunicación a que se refiere el presente artículo 
solo podrán contratar propaganda electoral con los partidos y movimientos políticos, 
movimientos sociales y grupos significativos de ciudadanos, así como con los candidatos, 
sus campañas y gerentes de campaña, con la autorización previa, expresa y escrita del 
respectivo gerente o candidato.

Artículo 9°. La información a que se refiere el artículo primero de la presente resolución 
deberá ser suministrada por los medios de comunicación social, periódicos, revistas, 
emisoras de radio o canales de televisión y empresas de publicidad o comercializadoras de 
vallas dentro de los diez (10) días siguientes al vencimiento de cada calendario siguiente 
al inicio de término en que las campañas de los candidatos y los partidos, movimientos 
políticos y grupos significativos de ciudadanos puedan hacer propaganda electoral, más 
un informe final consolidado de toda la propaganda contratada durante la campaña, el 
que deberá presentarse dentro de los treinta (30) días siguientes a la fecha de la respectiva 
elección. 

Artículo 10. Comuníquese el presente acto administrativo por intermedio de la 
Subsecretaria de la Corporación a la Autoridad Nacional de Televisión, al Ministerio de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, a la Superintendencia Financiera, a 
los partidos y movimientos políticos con personería jurídica, a los grupos significativos de 
ciudadanos que inscribieron candidatos y a las asociaciones de medios de comunicación 
social. 

Artículo 11. Publíquese en el Diario Oficial, en la página web y redes sociales de la 
Corporación.

Artículo 12. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación en el 
Diario Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese, comuníquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021. 
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).



 21
Edición 51.569
Martes, 26 de enero de 2021 DIARIO OFICIAL

RESOLUCIÓN NÚMERO 0150 DE 2021
(enero 20)

por medio de la cual se establece el procedimiento para la presentación de los estados 
contables de campaña para la recolección de apoyos de cualquier propuesta sobre los 

mecanismos de participación ciudadana.
El Consejo Nacional Electoral, en uso de sus competencias constitucionales y legales 

establecidas en el artículo 265 de la Constitución Política, y conforme a lo dispuesto en las 
Leyes 134 de 1994 y 1757 de 2015, y 

CONSIDERANDO:
Que el artículo 103 de la Constitución Política dispone: “Son mecanismos de 

participación del pueblo en ejercicio de su soberanía: el voto, el plebiscito, el referendo, la 
consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria de mandato. 
La ley los reglamentará…”;

Que los mecanismos de participación establecidos en la norma anterior, salvo el voto, 
fueron reglamentados inicialmente por la Ley 134 de 1994 “Por la cual se dictan normas 
sobre mecanismos de participación ciudadana”, y mediante la Ley 1757 de 2015 “Por 
medio de la cual se dictan disposiciones en materia de promoción y protección del derecho 
a la participación democrática”, fueron complementados y modificados;

Que la campaña del proceso de recolección de apoyos de cualquier propuesta sobre 
mecanismos de participación ciudadana requieren de una logística que demanda recursos, 
lo que hace necesario salvaguardar los principios de transparencia, igualdad, participación 
ciudadana y pluralismo político;

Que el artículo 11 de la Ley 1757 de 2015, establece para el promotor o comité promotor 
de cualquier propuesta sobre mecanismos de participación ciudadana la obligación de 
presentar ante la Registraduría del Estado Civil correspondiente, los estados contables de 
la campaña de recolección de apoyos, en los siguientes términos: 

“Artículo 11. Entrega de los formularios y estados contables a la Registraduría. Al 
vencer el plazo para la recolección de apoyos, el promotor presentará los formularios 
debidamente diligenciados, al Registrador del Estado Civil correspondiente. Vencido el 
plazo sin que se haya logrado completar el número de apoyos requeridos, la propuesta 
será archivada. 

Quince días después de la entrega de los formularios de los que trata este artículo, 
o del vencimiento del plazo para la recolección de firmas, o su prórroga si la hubiere,
el promotor o comité promotor deberá entregar los estados contables de la campaña
de recolección de apoyos de cualquier propuesta sobre mecanismos de participación
ciudadana. En los estados contables figurarán los aportes, en dinero o en especie, que
cada persona natural o jurídica realice durante la campaña respectiva”. (Negrillas y
subrayado fuera del texto original);

Que sobre la mencionada disposición la Corte Constitucional en Sentencia C-150 de 
2015, precisó:

“6.11.2. Esta disposición no se opone a la Constitución, dado que pretende ordenar el 
trámite de entrega de la documentación requerida para la continuación de la iniciativa de 
participación y, adicionalmente, establece exigencias especiales respecto de los estados 
contables a efectos de ofrecer suficiente transparencia en relación con los recursos 
que contribuyen al impulso de la iniciativa. La transparencia en la financiación de las 
contiendas electorales y, en general, en los debates que supongan la participación directa 
de los ciudadanos, constituye una condición ineludible de la democracia que puede 
asegurarse, en una buena medida, con el debido diligenciamiento y conservación de los 
registros contables. Sobre ello este Tribunal ha señalado:

“La Corte Constitucional entiende que la norma bajo estudio refleja un legítimo 
interés -impuesto desde la misma base de la democracia- por garantizar la transparencia 
en el manejo de los recursos de las campañas políticas, en un esfuerzo que busca impedir 
la repetición de episodios que marcaron negativamente la historia nacional. Así se lo 
autoriza, además, el artículo 109 constitucional, al prever que los “partidos, movimientos 
y candidatos deberán rendir públicamente cuentas sobre el volumen, origen y destino de 
sus ingresos”, norma que no sería posible si las campañas no llevaran la contabilidad de 
los mismos.” 

6.11.2. La relevancia de la claridad en los registros contables en los restantes 
mecanismos de participación ciudadana ha sido especialmente destacada por la Corte 
Constitucional al indicar:

“Ahora bien, el principio de transparencia se aplica no solamente en el caso de las 
elecciones encaminadas a seleccionar a los integrantes de una Corporación Pública o 
al responsable de un determinado cargo, sino igualmente en materia de mecanismos 
de participación ciudadana, en tanto que manifestaciones de la democracia directa, 
tal como lo prevén los artículos 97 y 98 de la LEMP. En efecto, no se entendería que 
las campañas que apuntan a que el pueblo se manifieste por una determinada opción 
política, fuesen ajenas a los postulados de la transparencia, es decir, que pudiesen ser 
financiadas con toda suerte de recursos, sin importar sus orígenes lícito o ilícito, ni 
tampoco sus montos; tanto menos y en cuanto, como en el presente caso, la decisión a 
adoptar apunte a reformar la Constitución””;

Que el artículo 15 de la Ley 1757 de 2015, estableció que el Registrador del Estado 
Civil certificará “el número total de respaldos consignados, el número de apoyos válidos 
y nulos y, finalmente, si se ha cumplido o no con los requisitos constitucionales y legales 
exigidos para el apoyo de propuesta de mecanismos de participación democrática”, así 
mismo en el parágrafo consagró: 

“Parágrafo. El registrador del Estado Civil correspondiente no podrá certificar el 
cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales cuando el promotor no haya 
entregado los estados contables dentro del plazo contemplado en esta ley o cuando los 
estados contables reflejen que la campaña excedió los topes individuales y generales de 
financiamiento permitidos por el Consejo Nacional Electoral”;

Que el artículo 106 de la Ley 134 de 1994 establece en su inciso 2º “…Las normas sobre 
contribución y publicidad de Balance del Estatuto Básico de los partidos y movimientos 
políticos y de la Oposición se aplicarán en lo que fueren pertinentes”;

Que conforme a lo anterior, es claro que la recolección de apoyos implica el desarrollo 
de una campaña que demanda el uso de recursos, y que como la misma debe sujetarse 
a las normas electorales que le resulten aplicables, corresponde al Consejo Nacional 
Electoral en ejercicio de las funciones constitucionales y legales que le han sido asignadas 
reglamentar el proceso de presentación de informes de ingresos y gastos campaña, así 
como el procesos de revisión y certificación de estos;

Que el Consejo Nacional Electoral a través de sus dependencias y por mandato normativo 
reglamentario, soporta en lo de su competencia, a las Delegaciones Departamentales, la 
Registraduría Distrital de Bogotá, D. C., y a las Registradurías Municipales en el desarrollo 
de sus funciones;

Que en garantía del principio de transparencia y de colaboración armónica, anualmente 
al Consejo Nacional Electoral, son remitidos por parte de las diferentes Registradurías 
del país, un promedio de 141 estados contables de campañas de recolección de apoyos 
de cualquier propuesta de mecanismos de participación ciudadanas, a fin de que esta 
Corporación en ejercicio de sus funciones constitucionales y legales, revise y certifique si 
estos, se ajustan a las normas contables y a las electorales que les sean compatibles;

Que si bien es cierto, los estados contables de las campañas de recolección de apoyos 
deben ajustarse a las normas contables y electorales que les sean compatibles, se hace 
necesario establecer unas reglas para garantizar su debida presentación, esto porque, en 
muchas ocasiones la información entregada por el promotor o por el comité promotor 
a la Registraduría del Estado Civil correspondiente, no es clara o es insuficiente, lo que 
trae como consecuencia que se retrase el proceso de revisión y certificación por parte 
del Consejo Nacional Electoral, así como el trámite previsto para los mecanismos de 
participación ciudadana;

Que en consecuencia se hace necesario expedir el presente acto administrativo;
En mérito de lo expuesto el Consejo Nacional Electoral,

RESUELVE:
Artículo 1°. De los estados contables. En los estados contables de la campaña 

de recolección de apoyos de cualquier propuesta sobre mecanismos de participación 
ciudadana deberán figurar los aportes, en dinero o en especie, que cada persona natural o 
jurídica realice a la campaña respectiva, así como los gastos de campaña efectuados. 

Artículo 2°. De la presentación de los estados contables. El promotor o comité 
promotor deberá entregar al Registrador del Estado Civil correspondiente, los estados 
contables de la recolección de apoyos de cualquier propuesta sobre mecanismos de 
participación ciudadana, bajo los criterios normativos vigentes tanto contables como los 
de las campañas electorales que le sean aplicables. 

Así mismo, se deberá allegar la siguiente documentación:
2.1. Formulario debidamente diligenciado y suscrito por el promotor o el vocero del 

comité promotor, así como por un contador público.
2.2. Original del libro de ingresos y gastos destinados a la campaña de recolección 

de apoyos, con la respectiva constancia de registro de este, ante la misma Regis-
traduría del Estado Civil donde se inscribió el promotor o comité promotor del 
mecanismo de participación. 

2.3. Relación discriminada de los ingresos, para lo cual deberán tener en cuenta las 
siguientes consideraciones: 

a. Si hay aportes en efectivo deben estar debidamente soportados con los compro-
bantes de ingreso.

b. Si los aportes son en especie se deberá fijar un valor comercial del aporte y adjun-
tar el acta de donación con nombre completo, origen de los recursos, firmas, copia
de la cédula de ciudadanía, y demás documentos que soporten el ingreso.

c. Si la donación o aporte proviene de una persona Jurídica deberá adjuntar el acta
de la asamblea de socios que autoriza la donación, así como certificación de la
donación.

2.4. Relación discriminada de los gastos (administrativos, papelería, publicidad, entre 
otros) con sus respectivos soportes. Así mismo, se debe registrar el valor en el 
mercado del contador que certifica los libros contables.

2.5. Certificación suscrita por el contador público, en la que se especifique los ingre-
sos y gastos totales de la campaña de recolección de apoyos, la cual deberá ir 
acompañada de la copia de la tarjeta de profesional y del certificado de anteceden-
tes disciplinarios.

Artículo 3°. Del formulario. Los estados contables de las campañas de recolección de 
apoyos de los mecanismos de participación ciudadana deberán presentarse en el formato 
diseñado por el Consejo Nacional Electoral, debidamente diligenciados y suscrito por el 
promotor o el vocero del comité promotor, así como por un contador público. El formato 
estará disponible en la Registraduría del Estado Civil correspondiente, así como la página 
web del Consejo Nacional Electoral www.cne.gov.co. 
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Artículo 4°. De los estados y los libros contables. Los estados contables de las campañas 
de recolección de apoyos de cualquier propuesta sobre mecanismos de participación 
deberán estar consignados en un libro contable destinado a asentar los ingresos y gastos 
que se realicen durante la campaña, este libro deberá ser registrado ante el Registrador del 
Estado Civil que realizó la inscripción del promotor o comité promotor del mecanismo de 
participación ciudadana.

El Registro del Libro Contable deberá realizarse a más tardar a los cinco (5) días 
siguientes a la inscripción del promotor o comité promotor del mecanismo de participación 
ciudadana.

También podrán registrarse libros conformados por hojas de formas continuas.
Parágrafo Transitorio. Los promotores o comités promotores que hayan realizado 

la inscripción de la iniciativa con anterioridad a la expedición de la presente resolución 
tendrán un término de cinco (5) días hábiles contados a partir de la comunicación de este 
acto administrativo para que realicen el registro de los libros contables ante el Registrador 
del Estado Civil correspondiente.

Artículo 5°. De la presentación y remisión de los estados contables. El promotor o 
comité promotor deberá, conforme a lo establecido en el artículo 11 de la Ley 1757 de 
2015, entregar los estados contables de la campaña de recolección de apoyos de cualquier 
propuesta de mecanismos de participación ciudadana ante el Registrador del Estado Civil 
correspondiente, quince (15) días después de la entrega de los formularios de recolección 
de apoyos, o del vencimiento del plazo para la recolección de firmas, o su prórroga si 
hubiere lugar.

El Registrador del Estado Civil correspondiente, remitirá dentro de los tres (3) días 
siguientes al Fondo Nacional de Financiación Política del Consejo Nacional Electoral, 
tanto en digital como en físico los estados contables de la campaña de recolección de 
apoyos presentados por el promotor o el comité promotor del mecanismo de participación 
ciudadana, con sus respectivos anexos. 

Así mismo, el Registrador del Estado Civil deberá anexar la siguiente documentación:
5.1. Formulario de inscripción del promotor o comité promotor del mecanismo de 

participación ciudadana.
5.2. Acta de conformación del comité promotor, si es del caso, donde sea posible 

identificar el vocero o responsable del comité, suscrita por todos los integrantes.
5.3. Acta de entrega de los formularios de recolección de apoyo suscrita por el Re-

gistrador del Estado Civil correspondiente al promotor, o al vocero del comité 
promotor.

5.4. Acta de entrega de los estados contables presentados por el promotor, o vocero 
del comité promotor.

5.5. Censo electoral de la circunscripción correspondiente y que se tuvo en cuenta 
para la recolección de apoyos.

Artículo 6°. De la evaluación de los estados contables. El Fondo Nacional de 
Financiación Política previa asignación por reparto a los contadores adscritos a la 
dependencia, revisará si los estados contables presentados por el promotor o comité 
promotor de la campaña de recolección de apoyos de cualquier propuesta sobre mecanismos 
de participación ciudadana cumplen con la normatividad contable y electoral que le sea 
aplicable, así como con los requisitos previstos en el presente acto administrativo. 

Revisado el informe y en caso de considerarlo necesario, el contador responsable de 
la evaluación, podrá por una sola vez, requerir al promotor o vocero del comité promotor, 
para que dentro de los cinco (5) días siguientes de la comunicación aclare o subsane los 
estados contables presentados. 

Artículo 7°. Del informe de cumplimiento de requisitos. El contador responsable de 
la evaluación, presentará por conducto del Asesor o quien haga sus veces en el Fondo 
Nacional de Financiación Política, un informe ante la Sala Plena de la Corporación respecto 
al cumplimiento o no de las normas contables y electorales que le sea aplicables, así como 
de los requisitos establecidos en el presente acto administrativo para la presentación de 
los estados contables para las campañas de recolección de apoyos de cualquier propuesta 
sobre mecanismos de participación ciudadana.

Del mismo modo, en el informe se indicará si los estados contables fueron presentados 
dentro del plazo establecido en la Ley 1757 de 2015, y de la observancia de los topes 
individuales y generales de financiamiento permitidos por el Consejo Nacional Electoral. 

Artículo 8°. Del certificado de los estados contables. La Sala Plena del Consejo 
Nacional Electoral en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, previa revisión 
de los estados contables, el informe presentado por el Fondo Nacional de Financiación 
Política y demás documentos que considere pertinentes, expedirá la certificación que 
corresponda respecto al cumplimiento o no de las normas contables y electorales que le 
sean aplicables y de los requisitos establecidos en el presente acto administrativo para la 
presentación de informes de ingresos y gastos de la campaña de recolección de apoyos de 
cualquier propuesta sobre mecanismos de participación.

Artículo 9°. Vigencia. La presente resolución rige a partir de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 20 de enero de 2021.
El Presidente,

Hernán Penagos Giraldo.
El Vicepresidente,

Jorge Enrique Rozo Rodríguez.
(C. F.).
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